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rrespondientes, a realizar las obras para la rectificación del tramo carrete-
ro comprendido entre los kilómetros 210 al 235, denominado “Los Cho-
rros”, de la Carretera Federal 57, con el fin de prevenir que sucedan ma-
yores siniestros en el tramo mencionado, a cargo de la diputada Verónica
Martínez García, del Grupo Parlamentario del PRI

Con punto de acuerdo, para exhortar a la Sociedad Hipotecaria Federal,
SNC, a impulsar esquemas de financiamiento que faciliten a las personas
jóvenes la adquisición de su primera vivienda, a cargo del diputado Cé-
sar Alejandro Domínguez Domínguez, del Grupo Parlamentario del PRI

Con punto de acuerdo, para exhortar a la Ssa a fortalecer la implementa-
ción del Servicio Universal de Salud, a fin de garantizar que su creden-
cialización se traduzca en acceso efectivo, oportuno y de calidad a los ser-
vicios públicos de salud, a cargo del diputado César Alejandro
Domínguez Domínguez, del Grupo Parlamentario del PRI

Con punto de acuerdo, para exhortar a diversas autoridades, a armonizar
su legislación y normatividad con el Código Nacional de Procedimientos
Civiles y Familiares y fortalezcan las acciones institucionales que garan-
ticen el reconocimiento de la nacionalidad mexicana y el derecho a la
identidad de las personas nacidas en el extranjero hijas de madre o padre
mexicanos, suscrita por diversos diputados integrantes de la Comisión de
Asuntos Migratorios

Con punto de acuerdo, para exhortar a la SEP, en coordinación con las au-
toridades educativas de las entidades federativas, a implementar una es-
trategia para dar seguimiento y evaluar el impacto de la restricción del
uso de celulares y tabletas electrónicas en escuelas primarias y secunda-
rias, así como las medidas que se tomarán para fortalecer las competen-
cias digitales del alumnado, a cargo de la diputada Graciela Ortiz Gonzá-
lez, del Grupo Parlamentario del PRI
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Proposiciones

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA SRE Y
STPS A FORTALECER Y AMPLIAR LOS ACUERDOS Y MECA-
NISMOS DE MOVILIDAD LABORAL TEMPORAL PARA FACILI-
TAR EL ACCESO DE PERSONAS MEXICANAS A OPORTUNI-
DADES DE EMPLEO EN EL EXTRANJERO, A CARGO DEL
DIPUTADO CÉSAR ALEJANDRO DOMÍNGUEZ DOMÍNGUEZ,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Quien suscribe, diputado César Alejandro Domín-
guez Domínguez, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, de la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción
II, y demás aplicables del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a la consideración de esta asam-
blea, la siguiente proposición con punto de acuerdo, al
tenor de las siguientes

Consideraciones

1. La movilidad laboral internacional como una op-
ción de empleo para las personas mexicanas

La migración internacional de personas mexicanas se
encuentra estrechamente vinculada con la búsqueda de
oportunidades laborales. De acuerdo con la Encuesta
Nacional de la Dinámica Demográfica (Enadid) 2023,
del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (IN-
EGI), entre las personas que emigraron de México ha-
cia otro país durante los cinco años anteriores al le-
vantamiento, 52.1% lo hizo para buscar trabajo y
30.3% debido a un cambio u oferta de trabajo. En con-
junto, las causas directamente laborales representaron
82.4% de la emigración internacional registrada, por-
centaje superior al 67.7% observado en 2018.

Estos datos muestran que el empleo constituye uno de
los principales factores asociados a la movilidad inter-
nacional de la población mexicana. La Organización
Internacional del Trabajo (OIT) define la migración la-
boral como aquella movilidad vinculada con el mundo
del trabajo y con la búsqueda de oportunidades de em-
pleo, mejores ingresos y trabajo decente; asimismo,
identifica a México simultáneamente como país de
origen, tránsito, destino y retorno de personas migran-
tes. En el caso de la población mexicana que se des-

plaza al exterior, la OIT señala que sus principales des-
tinos han sido tradicionalmente Estados Unidos, Ca-
nadá y España, con presencia de trabajadores mexica-
nos en sectores como la agricultura, los servicios y las
manufacturas.

La dimensión de esta vinculación laboral también se
observa en Estados Unidos, principal destino histórico
de la emigración mexicana. El Anuario de Migración
y Remesas México 2025, elaborado por el Consejo
Nacional de Población (Conapo), Fundación BBVA y
BBVA Research, señala que en 2024 residían en ese
país aproximadamente 12.7 millones de personas naci-
das en México. Entre la población inmigrante mexica-
na ocupada destacan sectores como la construcción,
con 21%; hotelería y esparcimiento, con 13%; y ma-
nufacturas, también con 13%.

La búsqueda de empleo en otros países, por tanto, no
constituye un fenómeno excepcional, sino una reali-
dad que forma parte de la dinámica migratoria mexi-
cana. Frente a ella, resulta pertinente que el Estado
mexicano fortalezca las alternativas institucionales pa-
ra aquellas personas que, de manera voluntaria, deci-
dan trabajar temporalmente en el extranjero, procuran-
do que puedan hacerlo mediante mecanismos formales
de movilidad laboral y con información suficiente so-
bre las oportunidades disponibles.

2. La importancia de contar con vías regulares, se-
guras y ordenadas para trabajar en el extranjero

La existencia de oportunidades laborales en otros paí-
ses debe acompañarse de mecanismos que permitan a
las personas trabajadoras conocer, antes de trasladarse,
las condiciones bajo las cuales serán contratadas. La
Organización Internacional del Trabajo (OIT) estable-
ce entre sus principios de contratación equitativa que
las condiciones del empleo deben presentarse de ma-
nera clara, transparente, verificable y comprensible,
preferentemente mediante contratos escritos que indi-
quen, entre otros elementos, el lugar, los requisitos y
las tareas correspondientes al puesto de trabajo. En el
caso de las personas migrantes, dichos contratos deben
proporcionarse con suficiente anticipación a su salida
del país de origen.

Esta intervención institucional cobra especial relevan-
cia debido a los riesgos que pueden presentarse duran-
te los procesos de reclutamiento internacional. La OIT
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advierte que el cobro de cuotas y costos de contrata-
ción a las propias personas trabajadoras puede incre-
mentar su vulnerabilidad frente a prácticas abusivas.
Por ello, sus principios internacionales establecen que
estos costos no deberían ser asumidos directa o indi-
rectamente por quienes buscan empleo. En 2024, la
Organización actualizó su estudio mundial sobre esta
problemática, analizando la regulación y las prácticas
de contratación en 110 países, así como distintos ins-
trumentos bilaterales de migración laboral.

Contar con canales regulares también permite estable-
cer desde el origen responsabilidades más claras para
empleadores, intermediarios y autoridades. Entre las
garantías promovidas por la OIT se encuentran el ac-
ceso de las personas trabajadoras a información gra-
tuita y precisa sobre sus derechos y condiciones de
empleo, la protección de sus documentos de identidad,
la posibilidad de regresar a su país y el acceso a me-
canismos de queja y reparación frente a posibles abu-
sos durante la contratación.

Esta orientación coincide con el Objetivo de Desarro-
llo Sostenible 10.7, que plantea facilitar una migración
ordenada, segura, regular y responsable. Dentro de es-
te marco, incluso se estableció el indicador 10.7.1 pa-
ra medir los costos de contratación que soportan las
personas trabajadoras migrantes en relación con los in-
gresos que obtienen en el país de destino.

Por ello, fortalecer las vías institucionales de movili-
dad laboral temporal no debe entenderse únicamente
como una estrategia para incrementar las oportunida-
des de empleo en el extranjero, sino también como un
instrumento para que quienes voluntariamente opten
por ellas puedan hacerlo con información previa, con-
diciones laborales definidas y mecanismos de protec-
ción desde el proceso de contratación. La ampliación
de acuerdos de movilidad laboral puede contribuir,
precisamente, a establecer reglas y responsabilidades
entre los países participantes y reducir espacios para
prácticas abusivas de intermediación.

3. La experiencia del Programa de Trabajadores
Agrícolas Temporales México–Canadá demuestra
la viabilidad de los acuerdos bilaterales de movili-
dad laboral

México cuenta con una experiencia de más de cinco
décadas en la instrumentación de mecanismos bilate-

rales de movilidad laboral temporal. El Programa de
Trabajadores Agrícolas Temporales México–Canadá
(PTAT) inició en junio de 1974 a partir de un Memo-
rándum de Entendimiento entre ambos gobiernos, con
el propósito de vincular a personas trabajadoras mexi-
canas con empleadores del sector agrícola canadiense
mediante un esquema coordinado institucionalmente.

La permanencia y expansión del Programa permiten
dimensionar su alcance. De acuerdo con la Secretaría
del Trabajo y Previsión Social (STPS), en 1974 parti-
ciparon 203 trabajadores mexicanos; cincuenta años
después, durante 2024, se concretaron 26 mil 579 con-
tratos de trabajo con empleadores agrícolas canadien-
ses. Al cierre de ese año, el acumulado desde la crea-
ción del PTAT alcanzó 528 mil 182 contratos.

El esquema mantiene además un carácter estrictamen-
te temporal. En 2024, los contratos gestionados tuvie-
ron una duración de dos a ocho meses; para 2025, la
STPS reportó estancias de entre mes y medio y ocho
meses. Durante ese último año, más de 25 mil perso-
nas mexicanas habían sido colocadas mediante el Pro-
grama en provincias como Ontario, Quebec, Columbia
Británica, Alberta, Nueva Escocia, Manitoba y Saskat-
chewan, entre otras.

Uno de los elementos relevantes del PTAT es la distri-
bución de responsabilidades entre las instituciones
participantes. En México, la STPS, por conducto del
Servicio Nacional de Empleo, realiza el reclutamiento
y selección de candidatos, apoya la gestión de permi-
sos de trabajo y entrega contratos y documentación de
viaje; mientras que la Secretaría de Relaciones Exte-
riores, mediante la Embajada y los consulados de Mé-
xico en Canadá, participa en las tareas de asistencia y
protección consular.

Asimismo, el Programa se encuentra sustentado en re-
glas previamente acordadas entre los países partici-
pantes. La STPS señala que existe un contrato están-
dar que determina derechos y obligaciones tanto de los
empleadores como de las personas trabajadoras, y que
los empleadores organizan el transporte de ida y vuel-
ta y garantizan el alojamiento, conforme a las condi-
ciones del esquema.

La continuidad del PTAT durante más de cinco déca-
das constituye, por tanto, un antecedente concreto de
que la cooperación bilateral puede convertirse en
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oportunidades temporales de empleo mediante proce-
dimientos previamente definidos y con participación
institucional de los países de origen y destino. Esta ex-
periencia ofrece una referencia útil para impulsar nue-
vos entendimientos internacionales que permitan am-
pliar las opciones disponibles para las personas
mexicanas interesadas en trabajar temporalmente fue-
ra del país, adaptándolos a las características y necesi-
dades de otros mercados laborales.

4. México cuenta con mecanismos de movilidad la-
boral externa, pero existe margen para ampliar y
diversificar las oportunidades

La política pública mexicana ya reconoce que la vin-
culación laboral internacional no debe limitarse al sec-
tor agrícola. El Servicio Nacional de Empleo (SNE)
cuenta con el Mecanismo de Movilidad Laboral Ex-
terna para Trabajadores no Agrícolas, mediante el cual
se vincula a personas mexicanas interesadas en traba-
jar en el extranjero con vacantes ofrecidas por emple-
adores de otros países. El Portal del Empleo señala ex-
presamente que este mecanismo opera a partir de
alianzas con gobiernos de otros países y busca realizar
la vinculación laboral por vías legales y ordenadas.

Este mecanismo complementa al Programa de Traba-
jadores Agrícolas Temporales México–Canadá anali-
zado anteriormente y permite advertir que la movili-
dad laboral externa puede extenderse hacia actividades
distintas de la agricultura. De hecho, la documentación
vigente del Programa de Apoyo al Empleo (PAE) man-
tiene dentro del Subprograma de Movilidad Laboral
tanto un procedimiento específico para el PTAT como
otro para el Mecanismo de Movilidad Laboral, lo que
confirma que ambos instrumentos forman parte de la
estructura institucional del Servicio Nacional de Em-
pleo.

Sin embargo, la existencia de estos instrumentos no
significa que las posibilidades de cooperación interna-
cional estén agotadas. Un comunicado oficial de la
STPS de junio de 2025 permite observar la concentra-
ción de los principales esquemas identificados: ade-
más del PTAT con Canadá, la dependencia reportó el
Mecanismo de Movilidad Laboral Externa para Jorna-
leros Agrícolas y el Mecanismo de Movilidad Laboral
Externa para Trabajadores No Agrícolas, ambos hacia
Estados Unidos.

Este panorama permite plantear una segunda etapa de
la política de movilidad laboral mexicana: diversificar
los países de destino y las actividades económicas
comprendidas en los mecanismos de cooperación, de
acuerdo con las oportunidades laborales existentes y
con los perfiles de las personas trabajadoras mexica-
nas. No se trataría de sustituir los programas vigentes,
sino de aprovechar la experiencia institucional acumu-
lada para explorar y formalizar nuevos instrumentos
de cooperación con países que presenten necesidades
de fuerza laboral temporal.

Asimismo, una mayor diversificación permitiría que la
política de movilidad laboral no dependa predominan-
temente de las oportunidades existentes en Estados
Unidos y Canadá, ni se encuentre asociada principal-
mente con determinadas actividades. El propio Portal
del Empleo contempla que las personas con experien-
cia profesional o técnica y, en su caso, conocimientos
de otros idiomas puedan acceder a vacantes no agríco-
las en el extranjero, lo que evidencia la posibilidad de
incorporar perfiles laborales distintos dentro de estos
mecanismos.

Por ello, resulta pertinente fortalecer la actuación co-
ordinada de las autoridades mexicanas para identificar
nuevos mercados laborales, ampliar los países con los
que existan mecanismos de cooperación y diversificar
los sectores y perfiles ocupacionales comprendidos,
procurando que las personas mexicanas interesadas en
una experiencia laboral temporal en el exterior dis-
pongan de un abanico más amplio de oportunidades
institucionales.

5. La movilidad laboral temporal debe acompañar-
se de mecanismos efectivos de protección de dere-
chos

La celebración y ampliación de acuerdos de movilidad
laboral no debe limitarse a facilitar la vinculación en-
tre personas trabajadoras y empleadores extranjeros.
Estos instrumentos también pueden establecer respon-
sabilidades entre los países participantes para proteger
los derechos de quienes se desplazan temporalmente
por motivos de trabajo, así como mecanismos de coor-
dinación para atender posibles incumplimientos. La
Organización Internacional del Trabajo (OIT) recono-
ce que los acuerdos bilaterales de migración laboral,
cuando se sustentan en normas internacionales del tra-
bajo, constituyen herramientas para la gobernanza de
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la movilidad laboral y pueden incorporar disposicio-
nes específicas de protección para las personas traba-
jadoras migrantes.

Una dimensión particularmente relevante es la seguri-
dad social. La OIT señala que las personas trabajado-
ras migrantes pueden enfrentar dificultades para con-
servar o hacer valer derechos y prestaciones cuando se
trasladan entre distintos sistemas nacionales. Frente a
ello, los acuerdos bilaterales o multilaterales de segu-
ridad social permiten coordinar los regímenes de los
países involucrados y pueden facilitar la portabilidad
de derechos y prestaciones, así como establecer condi-
ciones de igualdad de trato.

Esta cuestión tiene especial importancia para México.
Un estudio publicado por la OIT en septiembre de
2025 analizó los acuerdos internacionales de seguri-
dad social de los once países integrantes de la Confe-
rencia Regional sobre Migración, incluido México, y
señala que estos instrumentos constituyen una herra-
mienta para cerrar brechas de protección social deri-
vadas de la movilidad internacional, al establecer mar-
cos jurídicos de coordinación entre los sistemas de
seguridad social de diferentes Estados.

La protección tampoco concluye con la celebración
del contrato. México cuenta con una red de embaja-
das y consulados facultada para brindar asistencia a
sus nacionales en el extranjero. En materia laboral, la
Secretaría de Relaciones Exteriores informa que los
consulados pueden proporcionar información, aseso-
ría y orientación legal cuando una persona mexicana
considera vulnerados sus derechos laborales; ade-
más, la protección consular comprende acciones en-
caminadas a salvaguardar derechos y evitar daños o
perjuicios indebidos, dentro de los límites estableci-
dos por el derecho internacional y la legislación del
país receptor.

La propia SRE mantiene acciones específicas en esta
materia. Entre ellas se encuentra la Semana de Dere-
chos Laborales en Estados Unidos, mediante la cual la
red consular proporciona información y asesoría en
coordinación con autoridades laborales y otros acto-
res; asimismo, sus mecanismos de asistencia contem-
plan orientación y canalización de casos relacionados
con salarios no pagados, accidentes o enfermedades
laborales, discriminación, acoso y otras vulneraciones.

Por ello, la ampliación de los acuerdos de movilidad
laboral temporal debe procurar que la apertura de nue-
vas oportunidades esté acompañada por mecanismos
de protección durante la estancia laboral, coordinación
entre autoridades, acceso a asistencia consular y,
cuando corresponda, disposiciones que favorezcan la
protección y portabilidad de derechos de seguridad so-
cial. De esta manera, la política de movilidad laboral
no sólo facilitaría el acceso a empleos en otros países,
sino que establecería condiciones institucionales para
acompañar a las personas mexicanas durante su expe-
riencia laboral en el exterior.

6. La cooperación internacional debe fortalecerse
para ampliar las oportunidades de movilidad labo-
ral temporal

La ampliación de las oportunidades de empleo tempo-
ral para personas mexicanas en el extranjero requiere
una política de cooperación que permita identificar pa-
íses, sectores y perfiles ocupacionales en los que exis-
ta una correspondencia entre las necesidades de los
mercados laborales de destino y las capacidades de las
personas trabajadoras mexicanas. Los acuerdos bilate-
rales de migración laboral constituyen precisamente
uno de los instrumentos mediante los cuales los Esta-
dos pueden organizar esa cooperación y establecer
condiciones previamente acordadas para la movilidad
de trabajadores. La Organización Internacional del
Trabajo (OIT) señala que estos acuerdos pueden res-
ponder simultáneamente a las necesidades de los mer-
cados de trabajo y de las economías de los países in-
volucrados.

La experiencia internacional demuestra, además, que
estos instrumentos pueden evolucionar hacia esque-
mas que vinculen de manera más precisa las compe-
tencias y cualificaciones de las personas trabajadoras
con las necesidades del país de destino. La OIT ha des-
arrollado directrices específicas para incorporar módu-
los de competencias en los acuerdos bilaterales de mi-
gración laboral, incluyendo aspectos como
reconocimiento de cualificaciones, formación y meca-
nismos para ajustar los perfiles laborales a las oportu-
nidades disponibles.

Existen experiencias recientes que muestran esta
orientación. En 2024, por ejemplo, Kenia y Alemania
suscribieron un acuerdo integral de movilidad laboral,
después de un proceso de negociación en el que se
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consideraron tanto la demanda alemana de trabajado-
res calificados como las capacidades de la fuerza la-
boral keniana. El acuerdo incorporó elementos rela-
cionados con desarrollo de competencias, protección
social y derechos laborales. Este caso no constituye un
modelo que deba reproducirse automáticamente en
México, pero sí demuestra que actualmente existen
mecanismos de cooperación capaces de articular las
necesidades laborales de dos países mediante instru-
mentos negociados bilateralmente.

México cuenta, además, con fundamento jurídico pa-
ra impulsar este tipo de cooperación. El artículo 28,
fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal establece que corresponde a la Se-
cretaría de Relaciones Exteriores promover y asegu-
rar la coordinación de las acciones de las dependen-
cias federales en el exterior, conducir la política
exterior e intervenir en los tratados, acuerdos y con-
venciones en los que México sea parte. Por su parte,
la Ley sobre la Celebración de Tratados contempla la
posibilidad de celebrar acuerdos interinstitucionales
entre dependencias u organismos públicos mexicanos
y órganos gubernamentales extranjeros, siempre den-
tro de las atribuciones de las autoridades que los sus-
criben.

En este contexto, existe espacio para que las autorida-
des mexicanas profundicen la cooperación con otros
gobiernos mediante la negociación, celebración y for-
talecimiento de instrumentos de movilidad laboral
temporal, considerando las características de los mer-
cados de trabajo involucrados y las competencias re-
queridas. Esta labor permitiría avanzar hacia una polí-
tica que no dependa exclusivamente de los esquemas
actualmente disponibles, sino que explore nuevas po-
sibilidades de colaboración internacional en beneficio
de las personas mexicanas que voluntariamente deseen
desarrollar una experiencia laboral temporal en el ex-
tranjero.

Por lo anterior, resulta pertinente exhortar a las secre-
tarías de Relaciones Exteriores y del Trabajo y Previ-
sión Social para que, dentro de sus respectivas atribu-
ciones, fortalezcan la cooperación con otros países y
promuevan nuevos acuerdos y mecanismos de movili-
dad laboral temporal, atendiendo a las necesidades de
los mercados laborales y a los perfiles de las personas
trabajadoras mexicanas.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta honorable soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a las se-
cretarías de Relaciones Exteriores y del Trabajo y Pre-
visión Social para que, en el ámbito de sus respectivas
atribuciones y de manera coordinada, fortalezcan, am-
plíen y promuevan la celebración de acuerdos y meca-
nismos bilaterales de movilidad laboral temporal con
otros países, particularmente en sectores con demanda
de trabajadores, a fin de ampliar las oportunidades de
empleo para las personas mexicanas que deseen labo-
rar temporalmente en el extranjero, garantizando pro-
cesos de contratación regular, segura y ordenada, así
como condiciones que protejan sus derechos laborales
y faciliten su retorno a México.

Fuentes:
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https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/enadid/2023/doc/
resultados_version_amplia_enadid23.pdf

Consejo Nacional de Población (CONAPO), Fundación BBVA
México, & BBVA Research. (2025). Anuario de Migración y Re-
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gánica de la Administración Pública Federal. https://www.diputa-
dos.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LOAPF.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de octubre de 2026.

Diputado César Alejandro Domínguez Domínguez
(rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR AL AYUNTA-
MIENTO DE CUAUTLANCINGO, EN EL ESTADO DE PUEBLA,
Y AL SOAPA DEL MUNICIPIO, A FORTALECER LAS ACCIO-
NES ENCAMINADAS A GARANTIZAR UN SUMINISTRO SUFI-
CIENTE, CONTINUO, ACCESIBLE Y DE CALIDAD; E INSTRU-
MENTEN LAS ACCIONES NECESARIAS DE REPARACIÓN DEL
DAÑO, EN FAVOR DE LOS 40 MIL HABITANTES PERJUDICA-
DOS POR MÁS DE DOCE MESES POR UN SERVICIO PÚBLICO
IRREGULAR, INSUFICIENTE Y DEFICIENTE DE AGUA POTA-
BLE, A CARGO DE LA DIPUTADA XITLALIC CEJA GARCÍA,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

La que suscribe, Xitlalic Ceja García, diputada fede-
ral de la LXVI Legislatura de la Honorable Cámara de
Diputados, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, con fundamento

en lo dispuesto por lo establecido en el artículo 71
fracción II de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; así como, por los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I; y 79 numeral 1, fracción II y nu-
meral 2 y fracción III del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a consideración de esta soberanía
la siguiente proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta al Ayuntamiento de Cuautlancingo,
en el estado de Puebla y al Sistema Operador de los
Servicios de Agua Potable y Alcantarillado del Mu-
nicipio de Cuautlancingo para que, de manera
prioritaria fortalezcan las acciones encaminadas a
garantizar un suministro suficiente, continuo, acce-
sible y de calidad; e instrumenten las acciones ne-
cesarias de reparación del daño, en favor de los 40
mil habitantes perjudicados por más de doce meses
por un servicio público irregular, insuficiente y de-
ficiente de agua potable, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Cuautlancingo es uno de los 217 municipios que inte-
gran el estado de Puebla. De acuerdo con el Panorama
Sociodemográfico de México1, cuenta con 137 mil
435 habitantes, equivalente al 2.1% de la población to-
tal de la entidad. Entre sus localidades con mayor con-
centración poblacional se encuentran San Juan Cuau-
tlancingo, con 36 mil 620 habitantes; Sanctorum, con
35 mil 083, y San Jacinto, con 26 mil 628 habitantes.

En materia de disponibilidad de servicios y equipa-
miento, persisten importantes carencias. El 0.6% de la
población carece de drenaje; 34% no disponen de ti-
naco; 53% no cuentan con cisterna o aljibe y 8% de la
población municipal carece de agua entubada, y quie-
nes tienen, es irregular, insuficiente y deficiente.

En el municipio de Cuautlancingo tal situación afecta
de manera directa a más de 40 mil habitantes. Las de-
ficiencias en el suministro se han prolongado por pe-
riodos superiores a 12 meses generando afectaciones
económicas para las familias, cuyos gastos extraordi-
narios para acceder al líquido han llegado a superar los
18 mil pesos por concepto de pipas de agua.2

Aunado a ello, existe preocupación entre la población
respecto de la calidad del agua recibida, debido a re-
portes sobre la presencia de coloración verdosa, impu-
rezas y suciedad. Este panorama genera incertidumbre
de las condiciones de calidad e inocuidad del agua
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destinada a satisfacer necesidades básicas y, por tanto,
representa un asunto que debe ser atendido de manera
prioritaria por las autoridades.

La gravedad de la problemática llevó a la Comisión de
Derechos Humanos del estado de Puebla a emitir la
“Recomendación 23/2026”, dirigida al Ayuntamiento
de Cuautlancingo y al Sistema Operador de los Servi-
cios de Agua Potable y Alcantarillado del Municipio
de Cuautlancingo (Sosapac), al advertir vulneraciones
relacionadas con el derecho humano al agua.3

Entre las medidas recomendadas se encuentran garan-
tizar un suministro mínimo de 50 litros de agua por
persona al día, mediante los mecanismos provisionales
que sean necesarios, como pipas o cisternas comunita-
rias, sin costo para las personas beneficiarias y asegu-
rando que el agua suministrada cumpla con las condi-
ciones de calidad.

Asimismo, se recomendó realizar un diagnóstico inte-
gral con el propósito de identificar sus principales de-
ficiencias, del mismo modo establecer las acciones ne-
cesarias para mejorar su prestación. Se planteó
realizar, en coordinación con el SOSAPAC, las gestio-
nes administrativas, técnicas y financieras para forta-
lecer la infraestructura hidráulica y garantizar un ser-
vicio suficiente, disponible y continuo, incluyendo la
elaboración de un estudio hidrológico.

La Recomendación 23/2026, también contempla dar
vista a la Contraloría Municipal para que, en el ámbi-
to de sus atribuciones, investigue posibles irregulari-
dades relacionadas con el ejercicio de recursos públi-
cos, lo que deja claro la necesidad de fortalecer no sólo
la prestación del servicio; sino también, los mecanis-
mos de rendición de cuentas y vigilancia institucional.

El problema público descrito debe analizarse desde la
perspectiva del derecho humano al agua. El 28 de ju-
lio de 2010, la Asamblea General de las Naciones Uni-
das reconoció, mediante la “Resolución 64/292”4, el
derecho al agua potable y al saneamiento como un de-
recho humano esencial para el pleno disfrute de la vi-
da y de todos los derechos humanos, igualmente el
Objetivo de Desarrollo Sostenible 6 establece el com-
promiso de garantizar la disponibilidad y la gestión
sostenible del agua y el saneamiento para todas las
personas.5

En el ámbito nacional, el Artículo 4o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos6 reco-
noce que toda persona tiene derecho al acceso, dispo-
sición y saneamiento de agua para consumo personal y
doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y
asequible. Por su parte, el Artículo 115, Fracción III,
Inciso a), establece que los municipios tienen a su car-
go la prestación de los servicios públicos de agua po-
table, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposi-
ción de sus aguas residuales.

En consecuencia, la prestación adecuada del servicio
de agua potable no constituye únicamente una obliga-
ción administrativa, sino una responsabilidad vincula-
da directamente con la protección y garantía de los de-
rechos humanos. Cuando el suministro es insuficiente,
irregular o de calidad incierta, se afecta la posibilidad
de que las personas satisfagan necesidades esenciales
y se generan consecuencias que pueden incidir en la
salud, la economía familiar, la dignidad y las condi-
ciones de vida de la población.

Por ello, resulta necesario que el Ayuntamiento de
Cuautlancingo y el SOSAPAC, fortalezcan las ac-
ciones para garantizar el acceso al agua potable;
transparenten los diagnósticos técnicos y hagan de
conocimiento público los avances en el cumpli-
miento de la “Recomendación 23/2026” emitida por
la Comisión de Derechos Humanos del estado de
Puebla.

La falta de acceso suficiente, continuo y seguro al
agua tiene efectos que trascienden la prestación de un
servicio público, su deficiencia puede afectar la cali-
dad de vida de las personas, incrementar riesgos para
la salud y profundizar las desigualdades sociales, par-
ticularmente entre quienes se encuentran en condicio-
nes de vulnerabilidad.

La atención del servicio público de agua potable en
Cuautlancingo debe constituir una prioridad institucio-
nal bajo los principios de derechos humanos, transpa-
rencia, rendición de cuentas y atención efectiva a la
población; tal como lo propone el colectivo “Cuau-
tlancingo Sin Agua”, integrado por más de 600 habi-
tantes del municipio quienes han denunciado perma-
nentemente el desabasto, las implicaciones sociales y
a la economía familiar. En atención a su solicitud se
promueve el instrumento legislativo.
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Por lo anterior, someto a consideración de esta sobera-
nía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, exhorta al Ayuntamiento de
Cuautlancingo, en el estado de Puebla y al Sistema
Operador de los Servicios de Agua Potable y Alcanta-
rillado del Municipio de Cuautlancingo para que, de
manera prioritaria fortalezcan las acciones encamina-
das a garantizar un suministro suficiente, continuo, ac-
cesible y de calidad; e instrumenten las acciones nece-
sarias de reparación del daño, en favor de los 40 mil
habitantes perjudicados por más de doce meses por un
servicio público irregular, insuficiente y deficiente de
agua potable.

Segundo. La Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, exhorta al Ayuntamiento de
Cuautlancingo y al Sistema Operador de los Servicios
de Agua Potable y Alcantarillado del Municipio de
Cuautlancingo para que, transparenten los diagnósti-
cos técnicos relativos a la capacidad y condiciones de
operación de los pozos; el estado que guarda la in-
fraestructura hidráulica y los niveles de presión de la
red de distribución; a fin de que la ciudadanía conoz-
ca las causas que originan las deficiencias del servicio
y las medidas que se están implementando para aten-
derlas.

Tercero. La Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión, exhorta al Ayuntamiento de Cuau-
tlancingo y al Sistema Operador de los Servicios de
Agua Potable y Alcantarillado del Municipio de Cuau-
tlancingo para que, hagan de conocimiento público el
estado que guarda el cumplimiento de la Recomenda-
ción 23/2026 emitida por la Comisión de Derechos
Humanos del Estado de Puebla, precisando, entre
otros aspectos: el número de personas, viviendas y co-
lonias atendidas; las pipas destinadas al abastecimien-
to; el volumen de agua distribuido y la frecuencia del
suministro; así como los mecanismos utilizados para
verificar que el agua proporcionada cumpla con los
parámetros de calidad.

Cuarto. La Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión, exhorta a la Comisión Nacional del
Agua y a la Dirección de Protección contra Riesgos
Sanitarios del Gobierno del Estado de Puebla para que,

de manera coordinada, realicen permanentemente ac-
ciones de vigilancia, monitoreo y medición de la cali-
dad del agua potable que se distribuye en el municipio
de Cuautlancingo, incluyendo análisis de muestras en
los puntos de abastecimiento, a efecto de verificar el
cumplimiento de los parámetros establecidos en la
normativa sanitaria y, en su caso, desarrollen las me-
didas necesarias para garantizar que el agua sea apta
para el consumo humano.

Notas:

1. INEGI. Panorama Sociodemográfico de México. Disponible en:
https://www.inegi.org.mx/contenidos/productos/prod_serv/conte-
nidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_estruc/702825197940.pdf

2. Cuadratin Puebla. CDH Puebla acredita vulneración al derecho
al agua en Cuautlancingo. Disponible en: https://puebla.quadra-
tin.com.mx/justicia/cdh-puebla-acredita-vulneracion-al-derecho-
al-agua-en-cuautlancingo/

3. Comisión de Derechos Humanos del Estado de Puebla. Comu-
nicado 036/2026. Disponible en:
https://www.cdhpuebla.org.mx/v1/index.php/difusion/comunica-
dos/929-comunicado-036-2026

4. ONU. Resolución aprobada por la Asamblea General el 28 de
julio de 2010. Disponible en: https://docs.un.org/es/a/res/64/292

5. ONU. Objetivo 6: Garantizar la disponibilidad de agua y su ges-
tión sostenible y el saneamiento para todos. Disponible:
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/water-and-sanita-
tion/

6. Congreso de la Unión. Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. Disponible en: https://www.diputados.gob.mx/Le-
yesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de octubre de 2026.

Diputada Xitlalic Ceja García (rúbrica)
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CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA PERSONA
TITULAR DEL EJECUTIVO FEDERAL, A TRAVÉS DE LA SE-
CRETARÍA DE BIENESTAR, A INSTRUMENTAR UNA POLÍTICA
PÚBLICA QUE BRINDE SERVICIOS DE GUARDERÍA ACCESI-
BLES PARA LAS HIJAS E HIJOS DE MUJERES TRABAJADO-
RAS, A CARGO DE LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ
GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Quien suscribe, Verónica Martínez García, diputada
federal de la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión, integrante
del Partido Revolucionario Institucional, con funda-
mento en los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79,
numeral 2, fracción II, y demás aplicables del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a la consi-
deración de esta honorable asamblea la presente pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Ser madre soltera y mantener un empleo representa un
desafío diario para las mujeres, que, como Ana Valeria
Martínez, quien, junto con su madre, organiza su ruti-
na diaria para cuidar a su hija de 2 años y medio, mien-
tras ambas trabajan en la misma empresa, debido a la
falta de guarderías o estancias infantiles de gobierno.

Sin una red de apoyo amplia, la responsabilidad del
cuidado de la menor recae únicamente entre ellas 2, lo
que las obliga a ajustar horarios laborales y personales
para atender cualquier imprevisto, ya que no pueden
ausentarse al mismo tiempo de sus actividades

En busca de una alternativa, Ana Valeria intentó acce-
der a una guardería del IMSS; sin embargo, la falta de
espacios disponibles para la edad de su hija la llevó a
inscribirla en una estancia privada.1

En México, ser madre y avanzar profesionalmente si-
gue siendo un desafío. En el marco del Día de las Ma-
dres, que se celebra cada 10 de mayo, OCC dio a co-
nocer los resultados de su encuesta anual sobre
maternidad y empleo, en la que se identifican las polí-
ticas laborales que las personas trabajadoras conside-
ran más importantes para apoyar a las madres dentro
del mercado laboral.

De acuerdo con el sondeo, 97% de los encuestados
considera importante o muy importante que las em-
presas cuenten con apoyos específicos para madres

trabajadoras, una cifra que refleja la creciente deman-
da de entornos laborales más flexibles, incluyentes y
corresponsable.2

Entre las políticas más valoradas por las personas en-
cuestadas destacan los horarios flexibles, menciona-
dos por el 46% de los participantes, seguidos por los
esquemas de trabajo remoto o híbrido, con 44%. Tam-
bién sobresale la necesidad de contar con guarderías
en el lugar de trabajo o subsidios para el cuidado in-
fantil, opción señalada por el 42% de los encuestados.3

Otras medidas consideradas relevantes son los permi-
sos laborales para atender emergencias familiares o es-
colares, con 32%; la protección contra la discrimina-
ción por maternidad en contratación y ascensos, con
25%; y las licencias de maternidad y paternidad más
equitativas, con 24%.4

La encuesta también revela que 91% de los partici-
pantes considera que la maternidad impacta las opor-
tunidades profesionales de las mujeres. De ese total,
34% opina que no debería afectar, pero en la práctica
sí ocurre; 30% considera que limita significativamen-
te las oportunidades y 27% señala que las limita en al-
gunos sectores. Solo 7% cree que no existe afecta-
ción.5

Representantes de las guarderías subrogadas del Insti-
tuto Mexicano del Seguro Social (IMSS) aseguraron
que el proyecto federal para construir nuevos Centros
de Educación y Cuidado Infantil (CECI) no cuenta to-
davía con las condiciones necesarias para sustituir al
sistema actual de atención infantil, por lo que urgieron
a las autoridades a establecer un diálogo que permita
garantizar la continuidad del servicio.

El Grupo Nacional de Trabajo de Guarderías IMSS,
señaló que los prestadores no se oponen a la creación
de nuevos centros infantiles; sin embargo, consideró
preocupante que se pretenda avanzar hacia un nuevo
modelo cuando todavía existe incertidumbre sobre su
operación, financiamiento, supervisión y cobertura,
debido a la ausencia de planificación, así como de vo-
luntad para corregir los desfases y las adversidades en
las que se encuentra esta prestación para las y los tra-
bajadores.

Hay conocimiento de proyectos para construir nuevos
centros de atención infantil en el estado de Coahuila,
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incluidos algunos asociados a predios aportados por
municipios. No obstante, insistieron en que dichos pla-
nes todavía se encuentran en etapa de desarrollo y que
actualmente no representan una alternativa inmediata
para las familias que utilizan las guarderías subroga-
das.6

Al respecto, ya han existido exhortos en el Congreso
de esa entidad federativa, aludiendo a la insuficiencia
de guarderías del IMSS, pues en la actualidad hay
cientos de solicitudes de ingreso en lista de espera, ya
que es una prestación que favorece el desarrollo inte-
gral de niñas y niño.

Para miles de familias coahuilenses, contar con un es-
pacio seguro, digno y adecuado para el cuidado de
sus hijas e hijas, mientras trabajan, no representa un
beneficio adicional, sino una condición necesaria para
ejercer plenamente el derecho al trabajo.7

Fuente: Tabla extraída del PROGRAMA Nacional de Proyectos
Estratégicos para la Igualdad Sustantiva entre Mujeres y Hombres
2026-2030. Consultado en https://sidof.segob.gob.mx/notas/doc-
Fuente/5787693

45.8% de las mujeres ocupadas con al menos un hijo o
hija, no contaban con acceso a guardería o cuidados
maternos en la línea base oficial. Esto equivale a
7,890,033 mujeres de un universo de 17,211,860. El
indicador establece como meta reducir la proporción a
45.3% en 2026.8

Es necesario que esta problemática pueda ser atendida
de manera eficiente, pues se deja en serias complica-
ciones a esas mujeres que requieren de este tipo de ser-
vicios, tanto para cumplir con sus obligaciones en el
mercado laboral, como para impulsar el desarrollo in-
tegral de sus hijas e hijos que se encuentran en esa eta-
pa de la vida, como parte de sus derechos fundamen-
tales.

De esa manera es que el Gobierno federal, al fortale-
cer sus políticas públicas, crea las condiciones para
que esta prestación que se les da a las y los trabajado-
res, de manera simultánea, le dará cabal cumplimiento
al décimo primer párrafo del artículo 4 constitucional,
en lo que hace al principio del interés superior de la ni-
ñez, garantizando el acceso de este sector poblacional
a sus derechos, en aras de alcanzar su desarrollo y
bienestar.9

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la
consideración del pleno de esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión, exhorta respetuosamente a la persona titular
del Ejecutivo Federal, para que, a través de la Secreta-
ría de Bienestar, diseñe e instrumente una política pú-
blica que garantice servicios de cuidado y desarrollo
infantil accesible, seguro, profesional e integral para
las hijas e hijos de mujeres trabajadoras, particular-
mente para aquellas que no cuentan con acceso a los
servicios de guardería proporcionados por los sistemas
de seguridad social.

Asimismo, dicha política deberá contar con mecanis-
mos que reduzcan los tiempos de espera, además de
facilitar el acceso a aquellas mujeres trabajadoras que
tengan mayores condiciones de vulnerabilidad o de re-
zago económico o laboral.

Notas:

1. Consultado en https://www.meganoticias.mx/cdmx/noticia/ma-
dres-trabajadoras-enfrentan-falta-de-espacios-para-el-cuidado-
infantil/748822

2. Consultado en https://www.publimetro.com.mx/noti-
cias/2026/05/10/madres-trabajadoras-flexibilidad-laboral-y-
guarderias-entre-los-apoyos-mas-urgentes/

3. Consultado en https://www.publimetro.com.mx/noti-
cias/2026/05/10/madres-trabajadoras-flexibilidad-laboral-y-guar-
derias-entre-los-apoyos-mas-urgentes/

4. Consultado en https://www.publimetro.com.mx/noti-
cias/2026/05/10/madres-trabajadoras-flexibilidad-laboral-y-
guarderias-entre-los-apoyos-mas-urgentes/
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5. Consultado en https://www.publimetro.com.mx/noti-
cias/2026/05/10/madres-trabajadoras-flexibilidad-laboral-y-
guarderias-entre-los-apoyos-mas-urgentes/

6. Consultado en https://www.lja.mx/2026/09/acusan-falta-de-cla-
ridad-sobre-nuevos-centros-infantiles-del-imss-y-piden-mantener-
guarderias-subrogadas/

7. Consultado en https://www.zocalo.com.mx/cientos-de-ninos-es-
peran-un-lugar-en-guarderias-del-imss-en-coahuila/

8. Consultado y extraído de PROGRAMA Nacional de Proyectos
Estratégicos para la Igualdad Sustantiva entre Mujeres y Hombres
2026-2030… https://sidof.segob.gob.mx/notas/docFuen-
te/5787693

9. “…En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y
cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garan-
tizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tie-
nen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación,
salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral.
Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y
evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez…”

Dado en el Palacio Legislativo, 
a 6 de octubre de 2026.

(Rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A DIVERSAS
AUTORIDADES A REALIZAR CURSOS DE CAPACITACIÓN PA-
RA QUE LOS FUNCIONARIOS PUEDAN RECIBIR, INVESTIGAR
Y SANCIONAR TODO TIPO DE DENUNCIAS POR MALTRATO
ANIMAL, A CARGO DE LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ
GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Quien suscribe, Verónica Martínez García, diputada
federal de la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión, integrante
del Partido Revolucionario, con fundamento en los ar-
tículos 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, frac-

ción II, y demás aplicables del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a la consideración de esta
honorable asamblea la presente proposición con punto
de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

A lo largo de los años los animales han sido objeto de
maltratos, vejaciones, abusos, y diferentes tipos de da-
ños hasta causarles la muerte, sin embargo, en la ac-
tualidad eso ha cambiado gracias a la sensibilización
que existe sobre los animales, quienes han sido catalo-
gados como seres sintientes.

Sobre esto último, los animales son considerados seres
sintientes, ya que tienen la capacidad de sentir dolor,
placer, miedo y otras emociones, lo que les otorga de-
rechos especiales de protección legal y ética

Por eso, en nuestro país la legislación ha ido cambian-
do y los seres sintientes han sido protegidos por la ley
frente al maltrato, de esa forma es que hoy se realizan
cambios en las legislaciones locales y se está trabajan-
do en una legislación federal donde se reconoce los
derechos y la capacidad de sentir de los animales.

Esto fue ratificado por la SCJN, quien recientemente
analizó la constitucionalidad de disposiciones que san-
cionan el maltrato y la crueldad contra animales, y
concluyó que estas normas son válidas.

Dentro de su investigación la Corte sostuvo que con-
ceptos como “maltrato” y “crueldad” no son vagos ni
arbitrarios, sino elementos jurídicos que deben eva-
luarse caso por caso, con el objetivo de proteger la vi-
da y la integridad de los animales.

Este razonamiento parte del reconocimiento de que los
animales son capaces de sentir dolor, estrés y sufri-
miento, por eso el Máximo Tribunal determinó que los
estados cuentan con facultades para legislar en esta
materia y que dichas disposiciones no vulneran dere-
chos fundamentales.

Hoy en nuestro país la mayoría de los estados ya tipi-
fican el maltrato animal:

Aguascalientes. En casos de maltrato animal se le
impondrá de 1 a 3 meses de prisión, de 10 a 50 dí-
as multa.
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Baja California. La prisión puede alcanzar hasta 2
años y una multa hasta 8 mil pesos.

Baja California Sur. Se podrá pasar de 6 meses a 2
años en prisión, además de ser acreedores de una
multa que rondará entre los 50 y 100 días de salario
mínimo.

Campeche. Se impondrán de uno a tres años de pri-
sión y multa de quinientos a mil Unidades Diarias
de Medida y Actualización.

Chihuahua. Se impondrá multa de hasta 200 sala-
rios a quien omita dolosamente prestar cuidados a un
animal de compañía, a quien dolosamente cometa ac-
tos de maltrato o crueldad en contra de cualquier ani-
mal de compañía, causándole lesiones que pongan en
peligro la vida del animal, se le impondrá de tres me-
ses a un año de prisión y multa de hasta 250 salarios.
Y al que dolosamente cometa actos de maltrato o
crueldad en contra de algún animal de compañía,
causándole la muerte, se le impondrá de seis meses a
dos años de prisión y multa de hasta 250 salarios.

Coahuila. Se sancionará con una pena de seis a
cuatro años en la cárcel y una multa desde 6 mil 377
pesos hasta 31 mil 885, si la crueldad contra un ani-
mal pone su vida en peligro, la sanción podría au-
mentar en 50 por ciento.

Colima. Deberán ser multados hasta con 300 sala-
rios mínimos y tres años de prisión.

Ciudad de México. Quien maltrate y lesione a un
animal será castigado con penas de seis meses a dos
años de cárcel y multas de 3 mil 100 a 6 mil 200 pe-
sos. Las sanciones se elevarán en un 50% si las le-
siones ponen en peligro la vida del animal.

Durango. Esta entidad registra la multa más alta en
México (10 mil días de salario mínimo) como cas-
tigo a conductas dolosas como tortura, vejación,
mutilación que causen dolor o muerte de los anima-
les y un arresto mínimo de hasta por 72 horas,

Estado de México. Pena de seis meses a tres años
de prisión a quien cause la muerte no inmediata.

Guanajuato. A quien dolosamente cauce la muerte
de un animal se le impondrá una sanción de diez a

cien días de multa y de 60 a 180 jornadas de traba-
jo a favor de la comunidad

Guerrero. Se castigará con 6 meses y hasta 4 años
de prisión a quienes lo cometan

Hidalgo. Tendrán una sanción de 15 días a un mes
de prisión y multa de 25 a 50 unidades de medida y
actualización en su modalidad de valor diario.
Mientras que por muerte del animal, de un mes a
seis meses de prisión.

Jalisco. Sancionar con cárcel de seis meses a tres
años a quien mate a un animal. La pena se incre-
mentará año y medio si en la muerte del animal
existe agonía prolongada.

Michoacán. Sanciones de hasta 500 salarios míni-
mos y 24 meses de cárcel.

Morelos. Se le impondrán de seis meses a un año de
semilibertad.

Nayarit. Se impondrá de tres días a tres años de pri-
sión y multa de sesenta a trescientos sesenta días de
salario mínimo.

Nuevo León. Se le impondrá de tres días a un mes
de prisión y multa de tres a cinco cuotas. Si las le-
siones ponen en peligro la vida del animal domésti-
co se aumentará en una mitad la pena señalada.

Oaxaca. Sanciona tres meses a cuatro años de cár-
cel a quienes lastimen, sacrifiquen dolosamente o
abusen sexualmente de éstos.

Puebla. Castiga el maltrato animal hasta con cuatro
años de prisión y multas de hasta 26 mil pesos.

Quintana Roo. Se le impondrá de seis meses a un
año de prisión y de veinticinco a cincuenta días
multa.

San Luis Potosí. Se establecen sanciones que van
desde tres meses a un año de cárcel, a quien se le
compruebe el maltrato animal.

Sinaloa. Sanciones para agresores de animales do-
mésticos será desde 3 meses hasta un año de pri-
sión.
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Sonora. Se castigará con penas de seis meses a dos
años de prisión y multas que van de 50 a 100 días
de salario mínimo.

Tamaulipas. Se tendrá de 2 meses a años de prisión
además de una multa que puede ir de 200 a 500 dí-
as de salario mínimo.

Veracruz. Se le impondrán de seis meses a dos años
de prisión y multa de cincuenta a cien días de sala-
rio mínimo.”

Yucatán. Se le impondrá una pena de 3 meses a 1
año de prisión y de 50 a 100 días de multa, aumen-
tando hasta en una mitad si estos casos provocan
una incapacidad parcial o total permanente al ani-
mal que la sufrió.

Zacatecas. Cuenta con la Ley de Bienestar y Pro-
tección de los Animales en el Estado de Zacatecas.

Como podemos observar, el reconocimiento y la tipi-
ficación del delito del maltrato animal está estipulado
en casi toda la República.

Sin embargo, como suele suceder, todo acto de justicia
lleva tiempo en implementarse, por lo que hoy, aunque
el delito ya se encuentra tipificado en casi todos los
Códigos Penales, nos encontramos con la inexperien-
cia y la falta de capacitación de los servidores para
atender las denuncias.

El poco conocimiento y desinterés de funcionarios de las
Fiscalías Estatales han hecho que los ciudadanos eviten
presentar denuncias por lo difícil, tardada e infructuosa
que es meter una denuncia por maltrato animal.

Existen casos donde la falta de empatía, y la falta de
criterio, hacen suponer a los funcionarios que el ani-
mal no tiene derechos, lo minimizan aun cuando está
tipificado como delito, en muchos casos lo hacen por-
que lo desconocen o a veces porque no les parece un
asunto importante.

Es por eso que el presente exhorto es para solicitar a
las fiscalías y las autoridades estatales y municipales
de seguridad pública, realicen cursos de capacitación
para que los funcionarios puedan recibir, canalizar, in-
vestigar y sancionar, todo tipo de denuncias por mal-
trato animal.

Denunciar casos de maltrato animal es una forma de
contribuir a un cambio positivo en nuestra sociedad y
garantizar un medio ambiente sano para todas las espe-
cies, lo que contribuye a la defensa del bienestar animal,
consolidando un marco legal que responda no solo al
castigo, sino también a la prevención del sufrimiento.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a los titulares de las Fiscalías Generales de Jus-
ticia en las entidades federativas, así como a las auto-
ridades estatales y municipales de seguridad pública a
realizar cursos de capacitación, para que los funciona-
rios puedan recibir, investigar y sancionar, todo tipo de
denuncias por maltrato animal.

Dado en el Palacio Legislativo, 
a 6 de octubre de 2026.

(Rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA PERSONA
TITULAR DE LA DIRECCIÓN GENERAL DEL IMSS A IM-
PLEMENTAR LAS ACCIONES NECESARIAS PARA GARANTI-
ZAR LA CONTINUIDAD DEL SERVICIO DE GUARDERÍAS DE
PRESTACIÓN INDIRECTA O SUBROGADA, MEDIANTE LA
SUSCRIPCIÓN DE NUEVOS CONVENIOS, ASÍ COMO A REVI-
SAR Y ACTUALIZAR LAS CUOTAS QUE EL INSTITUTO CUBRE
POR LA ATENCIÓN DE NIÑAS Y NIÑOS, CONSIDERANDO EL
COSTO REAL DE OPERACIÓN Y LA EVOLUCIÓN DEL SALA-
RIO MÍNIMO, A CARGO DE LA DIPUTADA VERÓNICA MAR-
TÍNEZ GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Quien suscribe, Verónica Martínez García, diputada
federal de la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión, integrante
del Partido Revolucionario, con fundamento en los ar-
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tículos 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, frac-
ción II, y demás aplicables del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a la consideración de esta
honorable asamblea la presente proposición con punto
de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho a la seguridad social constituye uno de los
pilares fundamentales del Estado mexicano y com-
prende prestaciones destinadas no solamente a prote-
ger a las personas trabajadoras frente a contingencias
económicas y de salud, sino también a favorecer las
condiciones que permitan conciliar la vida laboral y
familiar. Debido a sus alcances que tiene, se le consi-
dera como un derecho humano.

En ese sentido, la seguridad social prevé al Ramo de
Guarderías como parte de sus componentes, cuyo ob-
jeto es atender las necesidades de cuidado de las hijas
e hijos de las personas aseguradas ante el Instituto Me-
xicano del Seguro Social (IMSS), durante las jornadas
laborales.

Al respecto, el artículo 201 de la Ley del Seguro So-
cial reconoce expresamente el derecho a los servicios
de guardería y establece las bases para su prestación,
en los siguientes términos:

El ramo de guarderías cubre los cuidados, durante
la jornada de trabajo, de las hijas e hijos en la pri-
mera infancia, de las personas trabajadoras, me-
diante el otorgamiento de las prestaciones estable-
cidas en este capítulo.

Este beneficio se podrá extender a los asegurados
que por resolución judicial ejerzan la patria potes-
tad y la custodia de un menor, siempre y cuando es-
tén vigentes en sus derechos ante el Instituto y no
puedan proporcionar la atención y cuidados al me-
nor.

El servicio de guardería se proporcionará en el turno
matutino y vespertino pudiendo tener acceso a alguno
de estos turnos, el hijo del trabajador cuya jornada de
labores sea nocturna

El IMSS presta este servicio mediante modalidades de
prestación directa y prestación indirecta. En esta últi-
ma, el servicio se proporciona a través de terceros, me-

diante los esquemas autorizados por el Instituto, tal co-
mo lo establece el segundo párrafo del artículo 237-A
de la Ley de Seguro Social, mismo que a la letra dice:

Asimismo, en aquellos lugares donde el Instituto no
cuente con instalaciones, a juicio del propio Insti-
tuto, para prestar los servicios de guardería que
tiene encomendados, éste podrá celebrar convenios
con las personas empleadoras del campo y organi-
zaciones de personas trabajadoras temporales del
campo para la subrogación de los servicios que
contempla el Ramo de Guarderías a que se refiere
la Sección Primera, Capítulo VII, del Título Segun-
do, de esta Ley, en los términos que establezcan las
reglas de carácter general que para tal efecto expi-
da el Consejo Técnico.

El propio IMSS señala que las guarderías de presta-
ción indirecta constituyen una parte del sistema, y al
mismo tiempo alude, que la cuota pagada al tercero se
determina de acuerdo con la zona geográfica y el es-
quema de atención correspondiente.1

Asimismo, las disposiciones de carácter general vi-
gentes para la celebración de convenios de subroga-
ción establecen que, por el servicio de guardería pro-
porcionado por el patrón, el IMSS cubre una cuota
mensual por cada niña o niño inscrito y que los con-
venios pueden tener una vigencia de entre 1 y 5
años.2

En este contexto, la renovación oportuna de los con-
venios antes del 31 de diciembre de 2026 es funda-
mental, con lo que se evitaría una pérdida masiva de
capacidad instalada que el Instituto no podrá sustituir
inmediatamente, y con ello, la incertidumbre entre las
personas prestadoras del servicio, las familias dere-
chohabientes y, particularmente, en las niñas y los ni-
ños que utilizan diariamente estas instalaciones al ser
atendidos diariamente.3

La terminación de los contratos actuales con prestado-
res de servicio pondría en riesgo más de 100,000 es-
pacios de atención infantil.4

Por ello, resulta pertinente que el IMSS adopte las me-
didas administrativas necesarias para evitar interrup-
ciones en la prestación del servicio y facilitar la cele-
bración de nuevos convenios, siempre que las
unidades cumplan con los requisitos legales, técnicos,
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de seguridad, protección civil y calidad establecidos
por el propio Instituto.

Aunado a lo anterior, debe considerarse la evolución
que han tenido los costos necesarios para proporcionar
este servicio.

La operación de una guardería implica gastos relacio-
nados con personal especializado, salarios, prestacio-
nes laborales, alimentación, servicios básicos, mante-
nimiento, materiales didácticos, limpieza, seguridad,
protección civil y cumplimiento de las disposiciones
sanitarias, así como de protección integral de niñas y
niños.

Particular relevancia tiene el componente laboral de
las guarderías subrogadas. Para 2026, el salario míni-
mo general pasó de 278.80 a 315.04 pesos diarios,
mientras que en la Zona Libre de la Frontera Norte el
incremento fue de 5%, pasando de 419.88 a 440.87 pe-
sos diarios.5

El incremento del salario mínimo constituye un ele-
mento que debe ser considerado al analizar la suficien-
cia económica de los mecanismos mediante los cuales
se financia la prestación indirecta del servicio, particu-
larmente cuando una proporción importante de los cos-
tos de operación corresponde a recursos humanos.

Debe aclararse que la actualización de las cuotas no
significa una disminución de los estándares de calidad,
seguridad o atención, sino precisamente contribuir a
que las unidades que cumplen con los requisitos esta-
blecidos por el IMSS cuenten con condiciones econó-
micas que permitan mantener una operación viable y
sostenible.

Existen antecedentes administrativos del propio Insti-
tuto en los que las cuotas de subrogación han incorpo-
rado mecanismos de actualización vinculados con va-
riables económicas.

Sobre el particular, existe documentación del IMSS
correspondiente a esquemas de subrogación, que his-
tóricamente ha considerado una actualización anual de
las cuotas, tomando en cuenta tanto al salario mínimo,
como el Índice Nacional de Precios al Consumidor, los
cuales que también han existido mecanismos de ajus-
tes de las cuotas ordinarias durante la vigencia de di-
chos contratos6

Lo anterior permite advertir la importancia de contar
con mecanismos objetivos, transparentes y periódicos
de actualización, que permitan mantener una relación
razonable entre la cuota cubierta por el Instituto y los
costos indispensables para prestar el servicio.

La finalidad de este exhorto no es establecer una tari-
fa específica, sino solicitar al IMSS que, dentro de sus
atribuciones y con base en estudios técnicos y finan-
cieros, revise el desfase existente entre las cuotas vi-
gentes y el costo real de operación, considerando par-
ticularmente el impacto de los incrementos salariales y
del salario mínimo.

La medida contribuiría a generar condiciones de ma-
yor certidumbre para las personas prestadoras del ser-
vicio, preservar la infraestructura existente y, funda-
mentalmente, garantizar que las niñas y los niños
derechohabientes puedan continuar recibiendo aten-
ción en instalaciones que cumplan con los estándares
establecidos por el propio Instituto.

Por estas razones, es pertinente que el Instituto Mexi-
cano del Seguro Social adopte las medidas necesarias
que permitan asegurar la continuidad de los servicios
de guardería de prestación indirecta, impulsar la cele-
bración oportuna de nuevos convenios y revisar la su-
ficiencia de las cuotas destinadas a su operación, ade-
más de considerar la evolución de los costos y el
incremento del salario mínimo.

De esa manera es que el IMSS, al adoptar mecanismos
de continuidad de las guarderías subrogadas, crea las
condiciones para que esta prestación que se les da a las
y los trabajadores, de manera simultánea, permita dar-
le cabal cumplimiento al décimo primer párrafo del ar-
tículo 4 constitucional, en lo que hace al principio del
interés superior de la niñez, garantizando el acceso de
este sector poblacional a sus derechos, en aras de al-
canzar su desarrollo y bienestar.7

Por lo anteriormente expuesto, se somete a considera-
ción de esta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a la perso-
na titular de la Dirección General del Instituto Mexi-
cano del Seguro Social para que, en el ámbito de sus
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atribuciones, adopte las medidas necesarias para ga-
rantizar la continuidad de las guarderías que prestan el
servicio bajo esquemas de prestación indirecta o su-
brogada, mediante la celebración oportuna de nuevos
convenios; asimismo, para que realice un análisis téc-
nico, financiero y operativo de las cuotas que el Insti-
tuto cubre por la atención de cada niña y niño, a efec-
to de revisar y, en su caso, actualizar dichas cuotas
conforme al costo real de prestación del servicio, con-
siderando los costos laborales y operativos, así como
la evolución del salario mínimo en el país.

Notas:

1. Consultado en
https://www.imss.gob.mx/servicios/guarderias/transparencia

2. Consultado en
https://reposipot.imss.gob.mx/normatividad/DNMR/Norma/3000-
001-018.pdf

3. Consultado en https://zonapotosinaslp.com/riesgo-de-cierre-
masivo-de-guarderias-subrogadas-del-imss-afectaria-a-mas-de-
100-mil-ninos-en-el-pais/

4. Consultado en https://informatelaguna.com/2026/08/10/aler-
tan-impacto-laboral-por-posible-desaparicion-de-guarderias-su-
brogadas-del-imss/

5. Consultado en https://www.gob.mx/conasami/prensa/consejo-
de-representantes-de-la-conasami-acuerda-incremento-de-13-al-
salario-minimo-general-en-2026?idiom=es

6. Consultado en https://www.imss.gob.mx/conoce-al-imss/acuer-
dos2005

7. “…En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y
cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garan-
tizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tie-
nen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación,
salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral.
Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y
evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez…”

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 6 de octubre de 2026.

(Rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA TITULAR
DEL EJECUTIVO FEDERAL, A TRAVÉS DE LAS DEPENDEN-
CIAS CORRESPONDIENTES, A REALIZAR LAS OBRAS PARA
LA RECTIFICACIÓN DEL TRAMO CARRETERO COMPRENDI-
DO ENTRE LOS KILÓMETROS 210 AL 235, DENOMINADO
“LOS CHORROS”, DE LA CARRETERA FEDERAL 57, CON
EL FIN DE PREVENIR QUE SUCEDAN MAYORES SINIESTROS
EN EL TRAMO MENCIONADO, A CARGO DE LA DIPUTADA
VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PRI

Quien suscribe, Verónica Martínez García, diputada
federal de la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión, integrante
del Partido Revolucionario, con fundamento en los ar-
tículos 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, frac-
ción II, y demás aplicables del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a la consideración de esta
honorable asamblea la presente proposición con punto
de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las vías de comunicación son un elemento fundamen-
tal para cualquier país, ya que, a través de ellas, no so-
lo se permitirá el tránsito y traslado constante de los
individuos a lo largo y ancho del territorio nacional, si-
no que también son cruciales para el desarrollo de las
diversas actividades comerciales, así como de sus res-
pectivas cadenas de valor, que forman parte de la eco-
nómica nacional y regional, lo que deberá suceder en
un entorno de seguridad.

Debido a la trascendencia que tiene este tipo de in-
fraestructura, es indispensable que se encuentre en óp-
timas condiciones y bajo constante mantenimiento, ya
que de esa manera se garantizará la seguridad de quie-
nes la circulen, y además posibilitará la atracción de
una mayor inversión, como un factor generador de em-
pleos.

Al respecto, nuestro país tiene una ubicación geográfi-
ca que resulta estratégica para el desarrollo de las ac-
tividades comerciales debido a la cercanía que existe
con los Estados Unidos de América, y que, junto con
Canadá, son los principales socios comerciales con el
T-MEC.

Dicho tratado tiene como finalidad la cooperación eco-
nómica, el fortalecimiento de la competitividad de la re-
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gión, la conservación del libre comercio, el incremento
del bienestar de la sociedad, otorgamiento de certeza a
las inversiones, fomento de la inversión extranjera y el
comercio exterior entre los firmantes, aspectos que con-
juntamente le dan a la región de América del Norte un
mayor atractivo para el comercio global.

Debe resaltarse que por esas mismas condiciones geo-
gráficas con que cuenta nuestro país, es que ha resul-
tado atractivo para que el capital extranjero también
llegue y dinamice la economía.

Debido a que dichas prácticas han resultado favorece-
doras para el sostenimiento de las relaciones comer-
ciales, es necesario que estas se consoliden al redo-
blarse esfuerzos por parte del gobierno federal, no solo
para garantizar la seguridad en las entidades, estabili-
dad económica y política, sino que también implicará
el constante mejoramiento y mantenimiento de la in-
fraestructura carretera, o la realización de obras que
posibiliten el desarrollo y la seguridad, lo que sin du-
da debe ser una prioridad.

Al respecto, nuestro país siempre se había caracteriza-
do por no escatimar en recursos cuando se trataba de
fortalecer y conservar en buen estado la infraestructu-
ra carretera o para la realización de importantes pro-
yectos que beneficiaran a las y los mexicanos a lo lar-
go del territorio nacional, lo que había permitido crear
las condiciones de desarrollo y crecimiento económi-
co, solo que durante el sexenio anterior se fueron re-
duciendo los recursos que anualmente se destinaban
para tal efecto, lo que ha ocasionado el deterioro de las
carreteras como un factor que propicia diversos ries-
gos y accidentes.

Actualmente la carretera federal 57 presenta deterioro
y condiciones que la hacen una de las más peligrosas
en el país, generando una importante frecuencia con
que se presentan siniestros a lo largo de ella.

Dicha carretera tiene una longitud de 1,152 kilóme-
tros, teniendo su punto de partida en la frontera con los
Estados Unidos de América en Piedras Negras, Coa-
huila, cruzando por Nuevo León, San Luis Potosí,
Guanajuato, Querétaro, México, Hidalgo, llegando
hasta la Ciudad de México.

En el estado de Coahuila pasa por los municipios de
Piedras Negras, Nava, Allende, Nueva Rosita, Sabi-

nas, Monclova, Castaños, Saltillo, Ramos Arizpe y Ar-
teaga, pero en este último municipio hay un tramo que
se ubica entre el kilómetro 230+700 al 233+00 deno-
minado “Los Chorros”, el cual es considerado como
uno de los más peligrosos, ya que durante 10 kilóme-
tros comprende alrededor de 18 curvas en bajada que
deben ser tomadas a menos de 60 km/hr. con un decli-
ve de 700 metros.

Además, los pocos espacios para detenerse con segu-
ridad crean una combinación que puede convertir una
falla mecánica, un vehículo detenido o la pérdida de
control en una tragedia.

Esto de acuerdo con Caminos y Puentes Federales
(Capufe), ocurre por una mala planeación de la carre-
tera, ya que las pendientes presentadas son los factores
de riesgo que ocasionan los accidentes, aunado a la
falta de señalización de tránsito adecuada.

Los vehículos de carga o transportes pesados son los
que tienen mayor susceptibilidad a sufrir accidentes,
ya que las circunstancias antes descritas se han combi-
nado con la ausencia de señalamientos adecuados, con
su peso, con la imprudencia y el exceso de velocidad
de los conductores, generando importantes daños ma-
teriales y la pérdida de vidas humanas.

Debido a los accidentes que se presentan, es necesario
cerrar la circulación vehicular por horas, incluso en
ambos sentidos, con la finalidad de limpiar el asfalto
de aquellas sustancias o combustible derramado, así
como para retirar los escombros generados por los ve-
hículos involucrados en esas eventualidades, lo cual es
una importante tarea que se lleva a cabo en las com-
plicadas condiciones físicas del lugar, como ya se ha
descrito anteriormente, representando diversos daños
por la restricción del tránsito.

Al mismo tiempo es importante destacar que dependien-
do de la magnitud del siniestro, también pueden ocasio-
narse graves daños ambientales al derramarse combusti-
bles o sustancias toxicas que contaminan el suelo, el
subsuelo, así como los mantos freáticos que abastecen
de agua potable a la región y comunidades cercanas.

Los anuarios de accidentes en carreteras federales ela-
borados por la Secretaría de Infraestructura, Comuni-
caciones y Transportes (SICT) muestran que el pro-
blema no es reciente.
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Entre 2015 y 2024, la dependencia registró 320 coli-
siones, 67 personas muertas en el lugar de los hechos
y 164 lesionadas en el tramo identificado como Puer-
to México–Ojo Caliente, corredor de la carretera 57
dentro del cual se localiza Los Chorros.

Más recientemente, los hechos registrados entre julio
de 2024 y septiembre de 2026, es decir, durante poco
más de dos años, permitió identificar al menos 10 per-
cances mortales, con 16 personas fallecidas en Los
Chorros.

Y en los accidentes con mayor número de víctimas hay
un elemento que aparece repetidamente: los transpor-
tes de carga.

Es importante establecer que el tramo de “Los Cho-
rros” en la carretera 57 requiere ser sometido a labores
de rectificación, o bien, analizar el estado de las afec-
taciones y las condiciones generales de la carretera pa-
ra determinar que alternativas existen para tomar la
más viable, planificando la obra que deba seguirse y
de esa forma prevenir los siniestros que se han presen-
tado en los últimos años, además de que también es
necesario considerar la instalación de la señalización
de tránsito adecuada.

Tales riesgos no pueden concebirse bajo ninguna cir-
cunstancia por lo que el Gobierno federal debe garan-
tizar la seguridad de las personas que circulan en el
tramo de “Los Chorros” en la carretera 57, pero tam-
bién debe considerarse que en un contexto donde exis-
te un constante intercambio comercial y que las cade-
nas de valor dependen de este tipo de vialidades para
enviar los bienes y productos a la frontera con Estados
Unidos de América, es necesario que dicho tramo re-
ciba el mantenimiento necesario o se proyecte una im-
portante obra para reducir el peligro existente desde
algunos años.

Sabemos que la Secretaría de Infraestructura, Comuni-
caciones y Transportes, a través de la dirección de Ca-
minos y Puentes Federales cuentan ya con un proyec-
to ejecutivo que permitirá corregir esta situación.

Sin embargo, este es un aspecto que solo será posible
si se destinan los recursos suficientes para ello, por lo
que la titular del Ejecutivo federal debe considerar la
problemática planteada en los proyectos de infraes-
tructura a desarrollar en 2027.

Esto vendrá a afianzar las condiciones para que nues-
tro país pueda renegociar el T-MEC, ya que estas obras
contribuirán a fortalecer la infraestructura carretera
con que cuente el país.

También es necesario mencionar que la discusión so-
bre este tema tiene años. Debe recordarse que el Sena-
do exhortó desde octubre de 2020 a destinar recursos
para rectificar el tramo comprendido entre los kilóme-
tros 210 y 235, posteriormente, se presentaron nuevos
puntos de acuerdo en 2021, 2022, 2023 y 2024, algu-
nos no fueron dictaminados y otros terminaron des-
echados, por lo que es necesario darle solución a esta
problemática.

Reparar la carretera 57 específicamente el tramo de
“Los Chorros” en Coahuila, contribuirá a aumentar el
flujo vehicular, así como el traslado de los bienes y
productos que se dirigen a la frontera con Estados Uni-
dos de América en beneficio de la economía del país y
la región, así como salvaguardar la vida de los ciuda-
danos que diariamente circulan por esta carretera

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente proposición
con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la titular del Ejecutivo federal, para que, a tra-
vés de las dependencias correspondientes, de manera
urgente, realicen las obras para la rectificación del tra-
mo carretero comprendido entre los kilómetros 210 al
235 que se denomina “Los Chorros”, de la carretera
federal 57, o en su caso se analice la viabilidad de re-
alizar alguna obra que genere mayores condiciones de
seguridad, para evitar que sucedan mayores siniestros
en el citado tramo.

Dado en el Palacio Legislativo, 
a 6 de octubre de 2026.

(Rúbrica)
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CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA SOCIE-
DAD HIPOTECARIA FEDERAL, SNC, A IMPULSAR ESQUE-
MAS DE FINANCIAMIENTO QUE FACILITEN A LAS PERSONAS
JÓVENES LA ADQUISICIÓN DE SU PRIMERA VIVIENDA, A
CARGO DEL DIPUTADO CÉSAR ALEJANDRO DOMÍNGUEZ
DOMÍNGUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Quien suscribe, diputado César Alejandro Domín-
guez Domínguez, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, de la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción
II, y demás aplicables del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a la consideración de esta asam-
blea, la siguiente proposición con punto de acuerdo, al
tenor de las siguientes

Consideraciones

La vivienda adecuada como derecho

El acceso a una vivienda adecuada constituye un dere-
cho reconocido por el orden jurídico mexicano y un
elemento indispensable para el desarrollo de las perso-
nas y sus familias. El artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos establece
que “toda persona tiene derecho a disfrutar de vivien-
da adecuada” y dispone que la ley deberá establecer
los instrumentos y apoyos necesarios para alcanzar es-
te objetivo. Esta disposición adquirió su redacción ac-
tual mediante la reforma constitucional publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 2 de diciembre de
2024, que sustituyó la referencia anterior al derecho de
toda familia a una vivienda digna y decorosa por el re-
conocimiento del derecho de toda persona a una vi-
vienda adecuada.

Este reconocimiento constitucional encuentra des-
arrollo en la Ley de Vivienda, reglamentaria del artí-
culo 4o. constitucional en la materia. Entre otros ele-
mentos, dicha legislación establece que una vivienda
debe contar con espacios habitables, servicios bási-
cos y brindar seguridad jurídica respecto de su pro-
piedad o legítima posesión. Asimismo, dispone que
la política y los programas de vivienda deben obser-
var principios de equidad e inclusión social, sin dis-
tinción por razones como la edad o la condición so-
cial o económica.

El derecho a la vivienda, sin embargo, no se limita a la
existencia física de un inmueble. De acuerdo con los
estándares desarrollados por las Naciones Unidas, una
vivienda adecuada debe reunir condiciones como se-
guridad de la tenencia, disponibilidad de servicios e
infraestructura, habitabilidad, accesibilidad, ubicación
y adecuación cultural. Entre estos elementos destaca la
asequibilidad, que supone que los gastos asociados
con la vivienda no deben comprometer la satisfacción
de otras necesidades básicas de quienes la habitan.

Esta dimensión económica resulta particularmente re-
levante para el diseño de las políticas públicas de vi-
vienda. La posibilidad de ejercer efectivamente este
derecho no depende únicamente de incrementar la
oferta habitacional, sino también de que existan meca-
nismos que permitan a las personas acceder a ella en
condiciones compatibles con sus ingresos. El propio
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les ha señalado que los Estados deben procurar que los
gastos de vivienda sean acordes con los niveles de in-
greso y promover formas y niveles de financiamiento
que respondan adecuadamente a las necesidades de vi-
vienda de la población.

En consecuencia, avanzar en el cumplimiento del de-
recho a una vivienda adecuada implica generar condi-
ciones que permitan que ésta sea efectivamente acce-
sible para distintos sectores de la población. Los
instrumentos de financiamiento constituyen, en este
sentido, una herramienta relevante para acercar el ac-
ceso a la vivienda a quienes cuentan con capacidad de
pago, pero enfrentan dificultades para incorporarse a
los mecanismos tradicionales de adquisición.

Las dificultades de las personas jóvenes para acce-
der a una vivienda propia

Las personas jóvenes enfrentan condiciones particula-
res para acceder a una vivienda propia. La transición
hacia la vida adulta suele coincidir con el inicio y con-
solidación de la trayectoria laboral, una etapa en la que
los ingresos, la estabilidad en el empleo y la posibili-
dad de acumular ahorro todavía se encuentran en pro-
ceso de construcción. Estas circunstancias pueden re-
trasar la formación de un patrimonio propio y
dificultar el cumplimiento de los requisitos necesarios
para acceder a mecanismos formales de financiamien-
to habitacional.
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Esta problemática adquiere especial relevancia por las
condiciones de inserción laboral de la población jo-
ven. De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadís-
tica y Geografía (INEGI), durante el primer trimestre
de 2025 la tasa de informalidad laboral entre las per-
sonas de 15 a 29 años fue de 58.8%, superior al 54.3%
registrado para la población ocupada en general. Asi-
mismo, la tasa de desocupación de las personas jóve-
nes fue de 4.8%, frente al 2.5% correspondiente a la
población de 15 años y más. Estas condiciones labora-
les pueden limitar la generación de ingresos estables y
la construcción de antecedentes laborales y financieros
que faciliten posteriormente el acceso a una vivienda.

Las dificultades también se reflejan directamente en
las necesidades habitacionales de este grupo de pobla-
ción. Un análisis elaborado por la Comisión Nacional
de Vivienda (CONAVI) señala que, en 2022, 9 millo-
nes 860 mil 99 personas de entre 12 y 29 años residí-
an en viviendas en condición de rezago habitacional.
El mismo estudio identifica que 3 millones 198 mil
499 jóvenes reportaron necesitar una vivienda para
nueva ocupación en 2020, lo que evidencia que las ne-
cesidades habitacionales de las nuevas generaciones
constituyen un desafío de considerable magnitud.

La propia planeación institucional del Gobierno fede-
ral reconoce la existencia de barreras particulares para
este sector. El Programa Institucional de la Comisión
Nacional de Vivienda 2025-2030 identifica a las per-
sonas jóvenes como uno de los grupos que enfrentan
dificultades crecientes para acceder a una vivienda
adecuada y señala específicamente la falta de historial
laboral y las barreras financieras como factores que
complican su acceso al crédito hipotecario. En res-
puesta, el Programa contempla como una de sus estra-
tegias la implementación de alternativas de acceso a la
vivienda adaptadas a las necesidades y posibilidades
de las personas jóvenes.

Lo anterior muestra que las dificultades de acceso a la
vivienda entre las nuevas generaciones no pueden ana-
lizarse únicamente como una decisión individual de
compra o ahorro. Las condiciones bajo las cuales las
personas jóvenes se incorporan al mercado laboral y
comienzan a construir su autonomía económica inci-
den en sus posibilidades de reunir los recursos y ante-
cedentes necesarios para adquirir una vivienda. Por
ello, resulta pertinente considerar instrumentos que re-
conozcan las características de esta etapa de la vida y

faciliten progresivamente su incorporación al mercado
formal de vivienda.

El incremento de los precios de la vivienda

A las dificultades que enfrentan las nuevas generacio-
nes para incorporarse al mercado de vivienda se suma
una evolución sostenida al alza en el valor de los in-
muebles. Los datos más recientes de Sociedad Hipote-
caria Federal (SHF) muestran que, durante el primer
semestre de 2026, el Índice SHF de Precios de la Vi-
vienda registró un crecimiento acumulado de 7.9% a
nivel nacional respecto del mismo periodo del año an-
terior. Tan sólo durante el segundo trimestre de 2026,
el valor de las viviendas adquiridas mediante crédito
hipotecario aumentó 7.3% en comparación con el mis-
mo trimestre de 2025.

Este incremento se presenta tanto en viviendas nuevas
como usadas. Durante el primer semestre de 2026, el
Índice SHF correspondiente a vivienda nueva aumen-
tó 8.3%, mientras que el de vivienda usada lo hizo en
7.5%. Destaca particularmente el comportamiento de
la vivienda económica-social, cuyo índice aumentó
10%, por encima del 6.7% registrado para la vivienda
media-residencial. Este dato resulta relevante porque
muestra que el incremento de precios no se concentra
únicamente en los segmentos de mayor valor, sino que
también alcanza a las opciones habitacionales econó-
micamente más accesibles.

El nivel de precios observado permite dimensionar la
magnitud de los recursos necesarios para concretar
una adquisición. Entre enero y junio de 2026, el valor
promedio de avalúo de las viviendas vinculadas con
créditos hipotecarios fue de 1 millón 960 mil 32 pesos,
mientras que la mediana se ubicó en 1 millón 299 mil
580 pesos. La mediana resulta especialmente ilustrati-
va, pues indica que la mitad de las operaciones consi-
deradas por el Índice SHF presentó valores inferiores
a esa cantidad y la otra mitad valores superiores.

La tendencia, además, no corresponde únicamente a
2026. Durante 2025, el Índice SHF registró una apre-
ciación anual de 8.7% y el valor mediano de las vivien-
das adquiridas mediante crédito hipotecario se ubicó en
1 millón 209 mil 189 pesos. En el primer semestre de
ese mismo año, la vivienda económica-social ya mos-
traba un incremento de 10.7%, superior al crecimiento
general del mercado observado en ese periodo.
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Los incrementos tampoco se presentan de manera uni-
forme en el territorio nacional. Durante el primer se-
mestre de 2026, por ejemplo, el Índice SHF aumentó
11.1% en la Zona Metropolitana de Guadalajara, 9.7%
en Tijuana, 8.5% en Puebla-Tlaxcala y 8.3% en Mon-
terrey; asimismo, 17 entidades federativas registraron
apreciaciones superiores al promedio nacional. Estas
diferencias muestran que las condiciones para adquirir
una vivienda varían considerablemente dependiendo
del mercado habitacional en el que se encuentre la per-
sona interesada.

La evolución reciente de los precios implica que el
monto necesario para adquirir una vivienda y, por tan-
to, los recursos requeridos para financiarla continúan
aumentando. Frente a este escenario, resulta necesario
analizar mecanismos financieros que permitan reducir
las barreras iniciales para quienes buscan adquirir su
primera vivienda, particularmente cuando el incre-
mento de precios alcanza también a los segmentos ha-
bitacionales de menor valor.

Las barreras del financiamiento hipotecario

La adquisición de una vivienda mediante financia-
miento implica asumir una obligación de largo plazo
cuyo acceso depende no solamente del valor del in-
mueble, sino también de las condiciones bajo las cua-
les se otorga el crédito. La tasa de interés, el costo to-
tal del financiamiento, el monto que debe aportarse
inicialmente y los gastos asociados a la contratación
pueden determinar que una persona con capacidad pa-
ra realizar pagos periódicos pueda o no concretar la
adquisición de una vivienda.

En México, el financiamiento hipotecario mantiene cos-
tos relevantes. De acuerdo con Sociedad Hipotecaria
Federal, durante el segundo trimestre de 2026 la tasa hi-
potecaria promedio se ubicó en 11.42%. Por su parte, el
Banco de México reportó que, en abril de 2026, el cré-
dito hipotecario estándar registró un Costo Anual Total
(CAT) promedio de 13.96%. El CAT constituye una
medida particularmente útil para dimensionar el costo
del financiamiento, pues incorpora, además de la tasa de
interés, otros costos y gastos inherentes al crédito.

A este costo financiero se suma la necesidad de dispo-
ner de recursos antes de formalizar la operación. La
Comisión Nacional para la Protección y Defensa de
los Usuarios de Servicios Financieros (Condusef) se-

ñala que la contratación de un crédito hipotecario re-
quiere considerar gastos iniciales como el enganche, el
avalúo, la investigación crediticia y los gastos notaria-
les. En el caso del enganche, la propia Comisión refie-
re que generalmente puede representar entre 5% y
20% del valor del inmueble, dependiendo de la insti-
tución y del producto financiero contratado.

Esto significa que la posibilidad de cubrir una men-
sualidad no necesariamente equivale a contar con los
recursos suficientes para iniciar una operación hipote-
caria. Antes de comenzar a pagar el financiamiento, la
persona solicitante puede necesitar haber acumulado
una cantidad considerable de ahorro para cubrir el por-
centaje del inmueble que no será financiado y los de-
más gastos asociados con su adquisición. Esta exigen-
cia constituye una barrera de entrada distinta al pago
periódico que posteriormente deberá realizarse duran-
te la vigencia del crédito.

Asimismo, las condiciones de los productos hipoteca-
rios no son homogéneas. El Banco de México publica
periódicamente indicadores para comparar las tasas de
interés y otras características de los créditos a la vi-
vienda ofrecidos por distintas instituciones financie-
ras, mientras que la CONDUSEF recomienda evaluar
elementos como el desembolso inicial, el plazo, la
mensualidad, las comisiones y el CAT antes de contra-
tar. Por ello, las condiciones específicas bajo las cua-
les se estructura un financiamiento pueden modificar
sustancialmente tanto el costo inicial como el costo to-
tal que deberá asumir quien adquiere una vivienda.

En este contexto, facilitar el acceso de las nuevas ge-
neraciones a su primera vivienda requiere atender no
solamente el monto que necesitan financiar, sino tam-
bién las condiciones de entrada y permanencia del cré-
dito. La existencia de esquemas que permitan reducir
el costo financiero, flexibilizar los plazos y disminuir
las barreras asociadas al desembolso inicial puede am-
pliar las posibilidades de acceso para personas que
cuentan con capacidad de pago, pero encuentran difi-
cultades para incorporarse a los esquemas hipotecarios
convencionales.

Instrumentos financieros para el acceso a una vi-
vienda propia

Frente a las barreras que dificultan el acceso al finan-
ciamiento habitacional, resulta pertinente impulsar
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instrumentos que permitan ampliar las posibilidades
de adquisición de una primera vivienda sin sustituir la
responsabilidad de pago de las personas beneficiarias.
El objetivo no debe ser eliminar las obligaciones inhe-
rentes a un crédito hipotecario, sino generar condicio-
nes financieras que permitan incorporar a personas
que cuentan con capacidad de pago, pero que encuen-
tran dificultades para acceder a los productos disponi-
bles en el mercado.

En este sentido, las condiciones del financiamiento
pueden diseñarse de manera diferenciada para atender
necesidades específicas. La combinación de plazos ade-
cuados, condiciones preferenciales y mecanismos que
reduzcan el riesgo asociado al otorgamiento del crédito
permite ampliar las alternativas disponibles para secto-
res que enfrentan mayores obstáculos de entrada. Este
tipo de intervención resulta compatible con la función
de la banca de desarrollo, que puede utilizar instrumen-
tos financieros para complementar la actividad de las
instituciones que otorgan los créditos al público.

Las garantías constituyen uno de estos instrumentos.
En lugar de sustituir el pago que corresponde al acre-
ditado, permiten distribuir parte del riesgo asociado al
financiamiento entre las instituciones participantes.
Sociedad Hipotecaria Federal cuenta actualmente con
diversos productos de garantía; entre ellos, la Garantía
SHF Hipotecaria cubre a los acreedores de créditos a
la vivienda frente a una primera pérdida de hasta 30%
del portafolio garantizado, mientras que otros meca-
nismos permiten compartir una proporción de las pér-
didas derivadas del incumplimiento. De esta manera,
las garantías pueden utilizarse para incentivar la parti-
cipación de entidades financieras en segmentos que de
otra forma podrían enfrentar mayores restricciones de
financiamiento.

El fondeo a intermediarios financieros constituye otra
herramienta disponible. SHF cuenta con productos
mediante los cuales proporciona recursos a entidades
financieras para que éstas otorguen créditos destinados
a distintas soluciones habitacionales. Estos esquemas
muestran que la banca de desarrollo puede incidir en
las condiciones de acceso a la vivienda sin necesidad
de otorgar directamente cada crédito a la persona be-
neficiaria.

La flexibilidad tampoco implica necesariamente redu-
cir los criterios de responsabilidad financiera. Los me-

canismos pueden estructurarse de acuerdo con la ca-
pacidad de pago de las personas acreditadas y conser-
var procesos de evaluación que procuren la sostenibi-
lidad del financiamiento. Lo relevante es que las
características de los productos no respondan a un úni-
co perfil de acreditado, sino que puedan contemplar
distintas circunstancias económicas y etapas de des-
arrollo patrimonial.

La propia oferta de Sociedad Hipotecaria Federal de-
muestra que es posible utilizar condiciones financieras
diferenciadas para perseguir objetivos determinados.
En su oferta vigente, SHF contempla productos de cré-
dito y garantías para entidades financieras y señala la
existencia de condiciones preferenciales en la tasa de
interés para determinados proyectos que cumplen cri-
terios específicos. Esto demuestra que la diferencia-
ción de condiciones financieras constituye una herra-
mienta que ya forma parte de los instrumentos de la
institución.

Por ello, el desarrollo de esquemas dirigidos específi-
camente a personas jóvenes que buscan adquirir su
primera vivienda puede construirse a partir de instru-
mentos financieros existentes —como fondeo, garan-
tías y condiciones preferenciales— adaptados a las ca-
racterísticas de esta población. Un esquema de esta
naturaleza permitiría facilitar el acceso al financia-
miento sin convertirlo en una transferencia gratuita,
manteniendo la obligación de pago y procurando que
las condiciones ofrecidas sean compatibles con la ca-
pacidad financiera de las personas beneficiarias.

El papel de la Sociedad Hipotecaria Federal

Sociedad Hipotecaria Federal, S.N.C. (SHF) es una
institución de banca de desarrollo que forma parte de
la Administración Pública Federal y cuenta con un
mandato directamente relacionado con el financia-
miento de la vivienda. Su Ley Orgánica establece que
tiene por objeto impulsar el desarrollo de los mercados
primario y secundario de crédito a la vivienda me-
diante el otorgamiento de crédito y garantías destina-
das a la construcción, adquisición y mejora de vivien-
da, preferentemente de interés social, así como al
incremento de la capacidad productiva y el desarrollo
tecnológico relacionados con la vivienda.

Para cumplir con este objeto, la legislación le recono-
ce facultades amplias en materia financiera. El artícu-
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lo 4 de la Ley Orgánica de Sociedad Hipotecaria Fe-
deral establece, entre otras atribuciones, que la institu-
ción puede aceptar préstamos y créditos; emitir bonos
bancarios; constituir depósitos en instituciones de cré-
dito y entidades financieras del exterior; operar con
valores; otorgar créditos relacionados con su objeto;
garantizar financiamientos vinculados con la vivienda
y realizar las demás operaciones necesarias para la
adecuada atención del sector. Estas facultades permi-
ten que SHF intervenga en el mercado habitacional
utilizando diversos mecanismos financieros, dentro de
los límites establecidos por la propia legislación.

El marco de actuación de SHF también contempla ex-
presamente la atención de sectores que enfrentan ma-
yores dificultades para acceder al financiamiento. Su
Ley Orgánica dispone que, al desarrollar sus activida-
des, la institución debe procurar que existan condicio-
nes adecuadas de financiamiento para personas que
tengan dificultades para acceder a los sistemas de cré-
dito, así como para zonas y grupos que sean determi-
nados por su Consejo Directivo. Esta disposición re-
sulta particularmente relevante ante la necesidad de
desarrollar alternativas que atiendan perfiles de pobla-
ción cuyas características dificultan su incorporación a
los mecanismos convencionales de financiamiento.

Esta orientación se encuentra reflejada en la planea-
ción vigente de la institución. El Programa Institucio-
nal de Sociedad Hipotecaria Federal y de Seguros de
Crédito a la Vivienda 2025-2030, publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 7 de noviembre de
2025, establece que SHF concentrará sus esfuerzos en
fortalecer el acceso a la vivienda mediante esquemas
de financiamiento que permitan ofrecer soluciones ha-
bitacionales a distintos sectores de la sociedad, mante-
niendo su función de fomento y promoviendo la inclu-
sión financiera. El Programa se encuentra, además,
alineado con el Programa Nacional de Financiamiento
del Desarrollo y con los instrumentos nacionales de
política de vivienda.

El propio Programa Institucional establece como uno
de sus objetivos incrementar el financiamiento de vi-
vienda para la población objetivo, y contempla estra-
tegias orientadas a fortalecer esquemas de financia-
miento y garantías, así como a desarrollar productos
que permitan atender las necesidades del mercado de
vivienda. La planeación institucional reconoce, por
tanto, a SHF como un instrumento de la banca de des-

arrollo para ampliar las posibilidades de financiamien-
to habitacional y favorecer la inclusión de sectores que
requieren alternativas adecuadas a sus condiciones.

En este contexto, impulsar esquemas dirigidos a faci-
litar a las personas jóvenes la adquisición de su prime-
ra vivienda resulta congruente con el objeto legal y
con las líneas de actuación vigentes de Sociedad Hi-
potecaria Federal. El exhorto planteado no pretende
atribuirle funciones ajenas a su mandato, sino promo-
ver que, dentro de sus facultades y mediante los meca-
nismos financieros que tiene a su disposición, consi-
dere alternativas específicamente orientadas a
disminuir las barreras que enfrentan las nuevas gene-
raciones para incorporarse al financiamiento de vi-
vienda.

Facilitar la construcción de patrimonio de las nue-
vas generaciones

Facilitar el acceso de las personas jóvenes a su prime-
ra vivienda representa una oportunidad para acompa-
ñar una etapa determinante en la construcción de su
patrimonio. Contar con alternativas de financiamiento
adecuadas desde las primeras etapas de la vida adulta
puede permitir que quienes cuentan con capacidad pa-
ra asumir una obligación crediticia encuentren opcio-
nes que respondan mejor a sus circunstancias econó-
micas y a su proceso de consolidación financiera.

Una política de esta naturaleza no supone sustituir el
esfuerzo económico de las personas beneficiarias ni
garantizar de manera indiscriminada el acceso a un
crédito. Por el contrario, se trata de generar alternati-
vas que mantengan criterios de capacidad de pago y
sostenibilidad financiera, pero que permitan atender
de manera específica a quienes buscan adquirir por
primera vez una vivienda y se encuentran en una eta-
pa inicial de formación patrimonial.

Esta orientación resulta compatible con la política ins-
titucional vigente de Sociedad Hipotecaria Federal. Su
Programa Institucional 2025-2030 plantea la necesi-
dad de diversificar los canales de financiamiento para
diferentes grupos de la población, generar productos
adicionales para la adquisición de vivienda y desarro-
llar esquemas de financiamiento asequible. Asimismo,
establece entre sus líneas de acción impulsar la oferta
y la demanda de vivienda para diversos segmentos
mediante financiamiento directo e inducido.

Martes 6 de octubre de 2026 Gaceta Parlamentaria25



La creación de alternativas dirigidas a la primera vi-
vienda permitiría, además, establecer un objetivo cla-
ramente identificable para los instrumentos financie-
ros: acompañar a las personas en su incorporación
inicial al mercado de vivienda. Ello permitiría diferen-
ciar estos mecanismos de otros destinados al mejora-
miento, ampliación, sustitución o adquisición subse-
cuente de inmuebles y concentrar los esfuerzos en
facilitar el primer paso hacia la formación de un patri-
monio habitacional.

Por ello, se considera pertinente que Sociedad Hipote-
caria Federal, en el ámbito de sus atribuciones, impul-
se esquemas dirigidos específicamente a las personas
jóvenes que buscan adquirir su primera vivienda, pro-
moviendo condiciones preferenciales de financia-
miento, menores requerimientos de aportación inicial
y plazos flexibles acordes con su capacidad de pago.
Con ello se busca aprovechar los instrumentos de la
banca de desarrollo para ampliar las alternativas dis-
ponibles para las nuevas generaciones, bajo condicio-
nes financieramente responsables y sostenibles.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta honorable soberanía la siguiente proposición
con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a Sociedad
Hipotecaria Federal, S.N.C., Institución de Banca de
Desarrollo, para que, en el ámbito de sus atribuciones,
diseñe e impulse, a través de los intermediarios finan-
cieros con los que opera, esquemas de financiamiento
y garantías dirigidos a facilitar a las personas jóvenes
la adquisición de su primera vivienda, que promuevan
tasas de interés preferenciales, menores requerimien-
tos de aportación inicial, plazos flexibles y condicio-
nes acordes con sus niveles de ingreso y capacidad de
pago.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de octubre de 2026.

Diputado César Alejandro Domínguez Domínguez
(rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA SSA A
FORTALECER LA IMPLEMENTACIÓN DEL SERVICIO UNI-
VERSAL DE SALUD, A FIN DE GARANTIZAR QUE SU CRE-
DENCIALIZACIÓN SE TRADUZCA EN ACCESO EFECTIVO,
OPORTUNO Y DE CALIDAD A LOS SERVICIOS PÚBLICOS DE
SALUD, A CARGO DEL DIPUTADO CÉSAR ALEJANDRO DO-
MÍNGUEZ DOMÍNGUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL
PRI

Quien suscribe, diputado César Alejandro Domín-
guez Domínguez, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, de la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción
II, y demás aplicables del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a la consideración de esta asam-
blea, la siguiente proposición con punto de acuerdo, al
tenor de las siguientes

Consideraciones

El derecho a la salud y su acceso efectivo

El derecho a la protección de la salud constituye uno
de los derechos sociales fundamentales reconocidos
por el Estado mexicano. El artículo 4o de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos esta-
blece que toda persona tiene derecho a la protección
de la salud y dispone que la ley definirá las bases y
modalidades para el acceso a los servicios, así como la
concurrencia de la Federación y las entidades federati-
vas en esta materia.

Este mandato constitucional implica que la protección
de la salud debe materializarse mediante servicios ca-
paces de responder efectivamente a las necesidades de
la población. En este sentido, el artículo 2o de la Ley
General de Salud establece entre las finalidades de es-
te derecho el disfrute de servicios de salud y de asis-
tencia social que satisfagan eficaz y oportunamente las
necesidades de la población y, tratándose de personas
que carezcan de seguridad social, la prestación gratui-
ta de servicios de salud, medicamentos y demás insu-
mos asociados.

Esta concepción coincide con los estándares interna-
cionales en la materia. El Comité de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas,
mediante su Observación General número 14, ha seña-
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lado que el derecho a la salud comprende el acceso a
una atención oportuna y apropiada y que los estableci-
mientos, bienes y servicios de salud deben cumplir con
cuatro elementos esenciales: disponibilidad, accesibi-
lidad, aceptabilidad y calidad. En particular, la calidad
supone contar, entre otros elementos, con personal mé-
dico capacitado, medicamentos y equipamiento ade-
cuados.

Por ello, garantizar el derecho a la protección de la sa-
lud requiere avanzar más allá del reconocimiento for-
mal o de la incorporación de las personas a registros y
mecanismos administrativos. La política pública debe
procurar que estos instrumentos faciliten efectivamen-
te el acceso a los servicios y permitan que las personas
reciban atención médica de manera oportuna, continua
y con condiciones adecuadas de calidad.

Bajo esta perspectiva, cualquier mecanismo de identi-
ficación o credencialización en materia de salud debe
concebirse como una herramienta para facilitar el ejer-
cicio efectivo de este derecho, simplificar el acceso a
los servicios y acercar la atención médica a las perso-
nas, y no como un fin administrativo en sí mismo.

La fragmentación del sistema de salud

El Sistema Nacional de Salud mexicano se ha desarro-
llado a partir de distintas instituciones y esquemas de
atención, entre ellos el Instituto Mexicano del Seguro
Social (IMSS), el Instituto de Seguridad y Servicios So-
ciales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE), los ser-
vicios de salud para la población sin seguridad social y
otras instituciones públicas. Esta configuración ha ge-
nerado retos de coordinación entre prestadores, particu-
larmente cuando las personas requieren atención fuera
de la institución a la que se encuentran adscritas.

El propio Programa Sectorial de Salud 2025-2030
identifica entre los problemas del sistema la fragmen-
tación y la falta de coordinación y articulación entre
sus integrantes. Asimismo, reconoce que la falta de in-
teroperabilidad de los sistemas de información y de un
expediente clínico electrónico homologado genera dis-
persión de registros, duplicidad de información y difi-
cultades para dar continuidad a la atención de los pa-
cientes.

Frente a este escenario, el 17 de abril de 2026 se pu-
blicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto

por el que se crea el Servicio Universal de Salud del
Gobierno de México, mediante el cual se estableció un
mecanismo de coordinación entre las instituciones pú-
blicas que integran el sector, orientado a articular ca-
pacidades y servicios para avanzar hacia una atención
que reduzca las barreras derivadas de la afiliación ins-
titucional.

La implementación de este modelo se encuentra toda-
vía en proceso. En junio de 2026, la Secretaría de Sa-
lud instaló el Grupo Estratégico para la Implementa-
ción del Servicio Universal de Salud, con
participación de las principales instituciones públicas
del sector y con comités especializados en materias
operativa, técnica, financiera, de calidad, transforma-
ción digital, evaluación y aspectos legales. La propia
Secretaría señaló que uno de los objetivos del nuevo
esquema es superar la fragmentación histórica y lograr
que las instituciones funcionen como una red coordi-
nada de servicios.

Más recientemente, en septiembre de 2026, la Secreta-
ría de Salud informó que continúa, junto con las enti-
dades federativas, el IMSS, el ISSSTE, IMSS-Bienes-
tar y demás instituciones del sector, la construcción y
consolidación de este modelo. Esto evidencia que la
integración del sistema constituye un proceso en des-
arrollo que requiere coordinación institucional sosteni-
da para convertir las capacidades actualmente distri-
buidas entre diferentes instituciones en una red
articulada al servicio de la población.

En este contexto, la creación del Servicio Universal de
Salud constituye el marco institucional dentro del cual
debe analizarse la actual estrategia de credencializa-
ción. Su utilidad dependerá de que avance paralela-
mente la coordinación entre las instituciones que inte-
gran el sector, de manera que la identificación de las
personas dentro del sistema pueda acompañarse de
mecanismos efectivos de articulación entre sus distin-
tos prestadores.

Credencialización como herramienta efectiva

La puesta en marcha del Servicio Universal de Salud
ha incorporado como uno de sus primeros componen-
tes la creación de una credencial destinada a identifi-
car a las personas dentro del sistema público de salud.
De acuerdo con la información presentada por el Go-
bierno Federal, este instrumento contará con una ver-
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sión física y otra digital y permitirá consultar la dere-
chohabiencia de cada persona, así como identificar las
unidades de salud y hospitales disponibles dentro de la
red pública.

La estrategia contempla, además, que las funciones
asociadas a esta credencial se amplíen progresivamen-
te. Para 2027 se ha anunciado la incorporación de he-
rramientas para gestionar citas médicas, localizar ser-
vicios específicos —como vacunación, estudios de
laboratorio o mastografías— y consultar el historial
médico y el expediente digital de cada persona. De
acuerdo con la información oficial, también se prevé
incorporar servicios de teleconsulta y otras herramien-
tas digitales vinculadas con la atención médica.

La dimensión de este proceso también exige que su
implementación sea acompañada y evaluada cuidado-
samente. En enero de 2026, el Gobierno federal infor-
mó que el proyecto de credencialización contemplaba
una inversión de 3 mil 500 millones de pesos para la
instalación de módulos, estaciones de captura de datos
y la impresión de las credenciales. Posteriormente, la
estrategia comenzó a implementarse de manera gra-
dual por grupos de población.

Por ello, la credencialización debe entenderse como
un medio y no como el objetivo final de la política pú-
blica. Su valor para la población estará determinado
por la funcionalidad que tenga en la práctica: que per-
mita identificar con claridad dónde recibir determina-
dos servicios, facilite la realización de trámites y citas
y concentre información útil para el seguimiento de la
atención médica. El propio Gobierno federal ha seña-
lado que la credencial constituye solamente el primer
paso para la construcción del Servicio Universal de
Salud.

En consecuencia, resulta necesario que el avance de
esta estrategia no sea valorado exclusivamente a partir
del número de registros o credenciales entregadas. La
implementación debe procurar que las funciones anun-
ciadas se encuentren efectivamente disponibles para
las personas y que la credencial constituya una herra-
mienta útil para facilitar su interacción cotidiana con
las instituciones públicas de salud. De esta manera, la
credencialización podrá traducirse en beneficios con-
cretos para sus usuarios y no limitarse a la expedición
de un nuevo instrumento de identificación.

Interoperabilidad, expediente clínico electrónico y
continuidad clínica

La transformación digital de los servicios de salud
ofrece la posibilidad de que la información clínica
acompañe a las personas durante las distintas etapas de
su atención. Para ello, no basta con digitalizar expe-
dientes de manera aislada; es necesario que los siste-
mas utilizados por las instituciones puedan intercam-
biar información de forma segura, ordenada y bajo
estándares comunes.

México cuenta desde 2012 con la Norma Oficial Me-
xicana NOM-024-SSA3-2012, relativa a los sistemas
de información de registro electrónico para la salud, la
cual establece disposiciones dirigidas a garantizar la
interoperabilidad, el procesamiento, la interpretación y
la seguridad de la información contenida en estos sis-
temas. Este antecedente proporciona una base norma-
tiva para avanzar hacia un intercambio efectivo de in-
formación clínica entre los distintos prestadores de
servicios de salud.

En el marco del Servicio Universal de Salud, esta ma-
teria ha adquirido una nueva relevancia. El Decreto
publicado el 17 de abril de 2026 contempla expresa-
mente la existencia de un expediente clínico electróni-
co que permita al personal autorizado consultar el his-
torial clínico de los pacientes en tiempo real. Entre los
propósitos señalados se encuentran mejorar la conti-
nuidad de los tratamientos, disminuir errores de diag-
nóstico, evitar la repetición de exámenes y procedi-
mientos y hacer un uso más eficiente de los recursos
públicos.

Como parte de este proceso, el 7 de agosto de 2026 la
Secretaría de Salud y el Instituto Mexicano del Segu-
ro Social suscribieron un convenio de colaboración
para impulsar el expediente clínico electrónico y la in-
teroperabilidad tecnológica. Conforme a la informa-
ción oficial, el instrumento establece bases para com-
partir información clínica entre instituciones públicas
de manera segura e interoperable y busca reducir la
duplicidad de estudios, agilizar la atención y fortalecer
la continuidad de los tratamientos. La estrategia co-
menzó a implementarse en el Hospital de la Mujer y
forma parte de los trabajos del Comité Técnico de
Transformación Digital del Servicio Universal de Sa-
lud.
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La interoperabilidad tiene, por tanto, una consecuencia
práctica para las personas: permite que antecedentes,
diagnósticos, estudios y tratamientos previamente re-
gistrados puedan estar disponibles para el personal au-
torizado cuando sean necesarios para la atención. Ello
puede evitar que el paciente tenga que reconstruir rei-
teradamente su historial médico o repetir procedi-
mientos únicamente porque su información se encuen-
tra almacenada en otro sistema institucional.

En consecuencia, el desarrollo del expediente clínico
electrónico interoperable constituye un componente
indispensable para que la identificación de las perso-
nas dentro del Servicio Universal de Salud tenga una
utilidad clínica concreta. Su consolidación debe acom-
pañarse de estándares comunes, mecanismos de segu-
ridad y protección de datos personales, así como de las
condiciones técnicas necesarias para que la informa-
ción pueda seguir al paciente y contribuir efectiva-
mente a la continuidad de su atención.

La universalización de la salud

La consolidación de un sistema de salud con vocación
universal no depende únicamente de ampliar los me-
canismos mediante los cuales las personas pueden in-
gresar a los servicios públicos. También requiere que
las unidades médicas cuenten con capacidad suficien-
te para responder a la demanda que reciben, particu-
larmente en términos de personal, medicamentos,
equipamiento e infraestructura.

Esta necesidad ha sido reconocida en la propia plane-
ación del Gobierno federal. El Programa Sectorial de
Salud 2025-2030 establece como objetivos diferencia-
dos garantizar el acceso universal a los servicios de sa-
lud, incrementar la capacidad resolutiva y la calidad de
la atención médica, así como garantizar la entrega
oportuna de medicamentos e insumos. Esta separación
resulta relevante, pues evidencia que ampliar el acce-
so y contar con capacidad suficiente para brindar la
atención son componentes relacionados, pero distin-
tos, de una política integral de salud.

En materia de infraestructura, la Secretaría de Salud
cuenta con el Plan Maestro de Infraestructura Física en
Salud como instrumento para planear, desarrollar y re-
ordenar la infraestructura y el equipamiento médico.
Entre sus objetivos se encuentra definir las necesida-
des de infraestructura conforme a la demanda de ser-

vicios, fortalecer las instalaciones existentes y priori-
zar los requerimientos de inversión de acuerdo con las
necesidades de la población y la cobertura disponible.

Asimismo, los Lineamientos de Operación del Progra-
ma Presupuestario E031, Servicios de Atención a la
Salud, correspondientes al ejercicio fiscal 2026, seña-
lan que la calidad de los servicios requiere, entre otros
elementos, personal suficiente, medicamentos apro-
piados y suficientes, equipamiento adecuado y condi-
ciones sanitarias y de higiene apropiadas. Los mismos
lineamientos reconocen que la transición epidemioló-
gica y demográfica del país, caracterizada por una ma-
yor presencia de padecimientos crónico-degenerati-
vos, está generando una demanda creciente de
servicios de alta especialidad.

El propio proceso de construcción del Servicio Uni-
versal de Salud reconoce esta dimensión material. Du-
rante 2026 se han anunciado acciones para ampliar la
infraestructura hospitalaria, fortalecer el suministro de
medicamentos y aumentar la capacidad de atención.
Más recientemente, el 28 de septiembre de 2026 se in-
formó que el modelo contempla la puesta en operación
de 12 mil 750 consultorios de atención primaria para
enero de 2027, con los cuales se proyecta incrementar
la capacidad de consulta de las instituciones partici-
pantes.

Estos esfuerzos muestran que la universalización de
los servicios debe acompañarse necesariamente del
fortalecimiento de la capacidad instalada. Conforme
se amplíen las posibilidades de atención para la pobla-
ción, será indispensable asegurar que dicha expansión
encuentre respaldo suficiente en recursos humanos, in-
fraestructura, equipamiento, medicamentos e insumos.
De lo contrario, ampliar las puertas de entrada al siste-
ma sin fortalecer simultáneamente su capacidad de
respuesta podría generar una mayor presión sobre ser-
vicios que deben encontrarse preparados para atender
la demanda.

Por estas razones, la implementación del Servicio Uni-
versal de Salud debe avanzar de manera integral, pro-
curando que la ampliación del acceso esté acompaña-
da por el fortalecimiento progresivo de los recursos
necesarios para brindar atención. El objetivo final de-
be ser que las herramientas administrativas, tecnológi-
cas y de identificación que se están desarrollando en-
cuentren correspondencia en servicios públicos con
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capacidad material suficiente para responder a las ne-
cesidades de la población.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta honorable soberanía la siguiente proposición
con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a la Secre-
taría de Salud para que, en el ámbito de sus atribucio-
nes y en el proceso de implementación del Servicio
Universal de Salud, fortalezca las acciones de coordi-
nación interinstitucional necesarias para garantizar
que la credencial de dicho Servicio se traduzca en el
acceso efectivo, oportuno y de calidad a los servicios
públicos de salud, independientemente de la institu-
ción de derechohabiencia de las personas; así como
para avanzar en la interoperabilidad del expediente clí-
nico electrónico, la referencia entre instituciones y la
continuidad de la atención médica.
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CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A DIVERSAS
AUTORIDADES, A ARMONIZAR SU LEGISLACIÓN Y NORMA-
TIVIDAD CON EL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS
CIVILES Y FAMILIARES Y FORTALEZCAN LAS ACCIONES
INSTITUCIONALES QUE GARANTICEN EL RECONOCIMIENTO
DE LA NACIONALIDAD MEXICANA Y EL DERECHO A LA
IDENTIDAD DE LAS PERSONAS NACIDAS EN EL EXTRANJE-
RO HIJAS DE MADRE O PADRE MEXICANOS, SUSCRITA POR
DIVERSOS DIPUTADOS INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE
ASUNTOS MIGRATORIOS

Las diputadas y los diputados integrantes de la Comi-
sión de Asuntos Migratorios de la LXVI Legislatura
de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 39, nu-
merales 1 y 2, fracción III, y 45, numerales 6, inciso
g), y 7, de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción
I; 79, numerales 1, fracción II, y 2, fracciones I y II;
100, numeral 1; 146, numeral 3; 158, numeral 1, frac-
ción XII, y 167, numerales 1 y 4, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, sometemos a la consideración
de esta soberanía la siguiente proposición con punto
de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Primero. De acuerdo con datos de la Secretaría de
Gobernación, a través de la Unidad de Política Migra-
toria, Registro e Identidad de Personas (Upmrip), enti-
dades como Michoacán (351,640 deportaciones), Gua-
najuato (285,184), Puebla (246,758) y Chiapas
(244,120) registran las cifras más altas de personas de-
portadas en los últimos quince años. Estos datos per-
miten dimensionar la magnitud y continuidad de los
procesos de retorno y deportación al país.

Segundo. El retorno forzado, la deportación y el re-
torno voluntario de personas migrantes implican tam-
bién el ingreso a territorio nacional de familias con in-
tegrantes nacidos en el extranjero que, pese a tener el
derecho constitucional a la nacionalidad mexicana por
nacimiento, encuentran obstáculos para registrar su
nacimiento, obtener su CURP o acceder a documentos
mexicanos que acrediten su identidad y nacionalidad.
La normativa registral vigente en las entidades federa-
tivas contempla la presentación del acta o certificado
de nacimiento extranjero debidamente apostillado o
legalizado para realizar la inscripción del nacimiento
ante el Registro Civil mexicano. Este requisito docu-

mental constituye una carga significativa para las fa-
milias en contextos de retorno o deportación.

Tercero. El estudio “Derecho a la identidad. La co-
bertura del registro de nacimiento en México”, elabo-
rado por el INEGI y UNICEF con datos de la Encues-
ta Intercensal 2015, identificó 93,425 personas de
nacionalidad mexicana nacidas en otro país que decla-
raron no contar con acta de nacimiento; 97.5 por cien-
to tenía derecho a contar con un acta expedida por el
Estado mexicano por la nacionalidad de sus padres o
por haber adquirido la nacionalidad mexicana. De ese
universo, 12.2 por ciento tenía menos de cinco años y
34.4 por ciento tenía entre cinco y diecisiete años. Si
bien se trata de información correspondiente a 2015,
estas cifras siguen evidenciando la magnitud de la po-
blación binacional que requiere acceso inmediato a su
nacionalidad mexicana y muestran que persisten dife-
rencias legislativas y administrativas que generan in-
certidumbre jurídica y cargas documentales adiciona-
les para familias mexicanas en contexto de movilidad
humana y retorno.

Cuarto. Los procesos de retorno y las dinámicas de
movilidad transfronteriza hacen indispensable fortale-
cer los mecanismos institucionales que permitan a las
familias binacionales acceder de manera expedita a los
procedimientos de registro civil. La falta de reconoci-
miento inmediato de la nacionalidad mexicana afecta
el acceso de niñas y niños binacionales a servicios de
salud, educación, programas sociales y protección ju-
rídica, generando condiciones de vulnerabilidad que
contravienen el interés superior de la niñez.

Quinto. Las barreras documentales deben analizarse
desde la perspectiva de sus efectos prácticos, ya que
estos requisitos aparentemente neutrales producen im-
pactos desproporcionados en familias retornadas. Las
diputadas y los diputados integrantes de la Comisión
de Asuntos Migratorios, quienes presentamos y suscri-
bimos la presente proposición con punto de acuerdo,
exponemos esta problemática, la cual fue planteada
por las organizaciones integrantes del Grupo por los
Derechos a la Identidad y Educación de las Personas
en Movilidad Humana (GIE), quienes nos explicaron
que actualmente existen personas en situación de vul-
nerabilidad que carecen de recursos económicos o po-
sibilidades materiales para obtener documentos o cer-
tificaciones en el extranjero.
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Sexto. Tratándose de niñas, niños y adolescentes, las
actuaciones legislativas y administrativas relacionadas
con el registro de nacimiento, la identidad y la nacio-
nalidad encuentran en el principio del interés superior
de la niñez un referente fundamental para su diseño e
implementación. En consecuencia, deben favorecerse
medidas y procedimientos que eviten que las cargas
administrativas, los requisitos documentales o las di-
ferencias de criterios registrales generen incertidum-
bre respecto de su identidad jurídica o retrasen injusti-
ficadamente el ejercicio de otros derechos,
particularmente en contextos de retorno y movilidad
humana.

Séptimo. Las diferencias de trato derivadas de la pro-
cedencia extranjera de los documentos, cuando tengan
por efecto dificultar o impedir el reconocimiento de la
nacionalidad mexicana prevista en el artículo 30 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, deben ser compatibles con los principios de igual-
dad y no discriminación reconocidos en el artículo 1o.
constitucional.

Octavo. El artículo 30, apartado A, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos reconoce como mexicanas y mexicanos por naci-
miento a las personas nacidas en el extranjero, hijas de
madre mexicana o de padre mexicano, lo que estable-
ce un vínculo jurídico nacional esencial para el ejerci-
cio pleno de derechos fundamentales.

Noveno. Los artículos 1o. y 4o. constitucionales obli-
gan a todas las autoridades a promover, respetar, pro-
teger y garantizar los derechos humanos, conforme al
principio pro persona y al interés superior de la niñez,
los cuales deben orientar toda actuación relacionada
con el reconocimiento de la identidad y la nacionali-
dad de niñas, niños y adolescentes. A su vez, el artícu-
lo 19 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes reconoce el derecho a la
inscripción inmediata y gratuita en el Registro Civil, a
contar con una nacionalidad, a conocer la filiación y a
preservar la identidad.

Décimo. Mediante Decreto publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 4 de junio de 2024, se adi-
cionó un párrafo tercero a los artículos 314 y 1144 del
Código Nacional de Procedimientos Civiles y Fami-
liares, disposiciones que facilitan el registro de naci-
miento de personas mexicanas nacidas en el extranje-

ro y de personas migrantes en retorno. En particular,
dichas disposiciones establecen que no se requerirá le-
galización consular ni apostilla para los documentos
de nacimiento que acrediten la nacionalidad e identi-
dad de personas mexicanas nacidas en el extranjero o
migrantes en retorno de nacionalidad mexicana, bas-
tando la presentación del certificado de nacimiento ex-
tranjero y del acta de nacimiento de la madre o padre
mexicanos para acreditar la identidad y la nacionali-
dad mexicana y obtener el registro correspondiente an-
te los Registros Civiles del país, en términos de la nor-
matividad aplicable. Estas disposiciones suprimen
requisitos documentales que históricamente han difi-
cultado el acceso efectivo al reconocimiento de la na-
cionalidad; sin embargo, la remisión a la normatividad
aplicable hace indispensable que la legislación y la
normatividad registral de las entidades federativas se
adecuen al nuevo marco, pues de lo contrario las ofi-
cialías pueden continuar exigiendo requisitos que el
Código Nacional ya suprimió. Asimismo, el artículo
Segundo Transitorio del citado Decreto dispuso que la
Secretaría de Gobernación, a través de la Dirección
General del Registro Nacional de Población e Identi-
dad, emitiría los lineamientos para acreditar la autenti-
cidad de los certificados de nacimiento expedidos por
autoridades extranjeras, a efecto de darlos a conocer a
todas las autoridades del registro civil del país.

Décimo Primero. Como ya se expuso, en las reunio-
nes sostenidas con las organizaciones integrantes del
Grupo por los Derechos a la Identidad y Educación
(GIE), se presentaron a esta Comisión propuestas téc-
nicas de armonización legislativa para los Estados de
Chiapas, Coahuila, Guanajuato, Jalisco, Michoacán,
Nuevo León, Puebla y Tamaulipas, orientadas a ade-
cuar la legislación local al marco federal vigente, par-
ticularmente aquellas relacionadas con el reconoci-
miento de la nacionalidad mexicana y el derecho a la
identidad de las personas nacidas en el extranjero hijas
e hijos de madre o padre mexicanos, para garantizar
procedimientos registrales accesibles para la niñez bi-
nacional.

Décimo Segundo. Las propuestas coinciden en elimi-
nar requisitos de apostilla o legalización consular para
el registro de nacimiento de personas mexicanas naci-
das en el extranjero, reconocer expresamente la nacio-
nalidad mexicana por nacimiento en razón de la filia-
ción y adecuar procedimientos registrales para
favorecer el acceso oportuno al derecho a la identidad.
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Algunas entidades federativas ya han avanzado en es-
te sentido; por ejemplo, en octubre de 2025 el Congre-
so del Estado de Baja California aprobó reformas a su
Ley Orgánica del Registro Civil para eliminar el re-
quisito de apostilla o legalización consular en estos ca-
sos, lo que confirma la viabilidad de la armonización
propuesta.

Décimo Tercero. Asimismo, la Comisión de Asuntos
Migratorios, en el ámbito de sus atribuciones, promo-
verá espacios de diálogo y coordinación con autorida-
des federales, congresos locales, registros civiles y or-
ganizaciones especializadas, a fin de dar seguimiento
a los avances, retos y buenas prácticas en los procesos
de armonización normativa y garantía del derecho a la
identidad de la niñez binacional.

Décimo Cuarto. Conforme al artículo 79, numeral 1,
fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, los puntos de acuerdo representan la posición de
la Cámara en relación con asuntos específicos de inte-
rés nacional o con sus relaciones con las entidades fe-
derativas. En ese sentido, las diputadas y los diputados
que suscribimos esta proposición formulamos los ex-
hortos de manera respetuosa y con pleno reconoci-
miento de las competencias y atribuciones de las auto-
ridades involucradas, con el único fin de procurar la
armonización normativa, la cual constituye un meca-
nismo de coordinación federalista que fortalece la se-
guridad jurídica, reduce los criterios divergentes entre
entidades federativas y promueve condiciones de
igualdad para todas las personas mexicanas, indepen-
dientemente del lugar donde hayan nacido. Dicha ar-
monización resulta, además, oportuna, toda vez que,
conforme a su régimen transitorio, el Código Nacional
de Procedimientos Civiles y Familiares deberá encon-
trarse vigente en todas las entidades federativas a más
tardar el 1o. de abril de 2027.

Décimo Quinto. La presentación de la presente pro-
posición fue aprobada por la Comisión de Asuntos Mi-
gratorios en su Decimoséptima Reunión Ordinaria, ce-
lebrada el 29 de septiembre de 2026, y es suscrita por
la mayoría de sus integrantes, en términos de lo dis-
puesto por el artículo 45, numeral 7, de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos y por los artículos 146, numeral 3, y 167,
numeral 4, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos
a la consideración de esta soberanía la siguiente pro-
posición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados exhorta respetuo-
samente a los Congresos de las entidades federativas
para que revisen y armonicen sus Códigos Civiles, Le-
yes del Registro Civil y demás disposiciones aplica-
bles, a fin de adecuarlas a las previsiones contenidas
en el Código Nacional de Procedimientos Civiles y
Familiares relativas al registro de nacimiento de las
personas nacidas en el extranjero que son mexicanas
por nacimiento en términos del artículo 30, apartado
A, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta respe-
tuosamente a los Gobiernos de las entidades federa-
tivas para que, por conducto de sus Direcciones Ge-
nerales o Coordinaciones Estatales del Registro
Civil, revisen sus reglamentos, lineamientos, ma-
nuales y criterios administrativos, a fin de garantizar
la aplicación homogénea de la legislación vigente y
facilitar el registro oportuno de personas mexicanas
nacidas en el extranjero hijas de madre o padre me-
xicanos.

Tercero. La Cámara de Diputados exhorta respetuo-
samente a las autoridades registrales de las entidades
federativas a fortalecer los mecanismos de capacita-
ción dirigidos al personal de las oficialías del Regis-
tro Civil, con el fin de asegurar una atención eficien-
te, uniforme y con enfoque de derechos humanos a
las familias en contexto de movilidad humana y re-
torno.

Cuarto. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Gobernación para que, por
conducto de la Dirección General del Registro Nacio-
nal de Población e Identidad, emita o, en su caso, ac-
tualice y difunda entre las autoridades del Registro Ci-
vil de las entidades federativas los lineamientos para
acreditar la autenticidad de los certificados de naci-
miento expedidos por autoridades extranjeras, previs-
tos en el artículo Segundo Transitorio del Decreto por
el que se adicionan los artículos 314 y 1144 del Códi-
go Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares,
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 4 de
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junio de 2024, y continúe brindando coordinación téc-
nica y acompañamiento institucional a dichas autori-
dades.

Quinto. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a los Sistemas para el Desarrollo Integral de la
Familia y a las Procuradurías de Protección de Niñas,
Niños y Adolescentes de las entidades federativas pa-
ra que fortalezcan las acciones de orientación y acom-
pañamiento dirigidas a familias mexicanas retornadas
o en situación de movilidad que requieran realizar trá-
mites relacionados con el reconocimiento de identidad
y nacionalidad.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de octubre de 2026.

Diputadas y diputados integrantes de la Comisión de Asuntos
Migratorios:

Marcela Guerra Castillo, Eduardo Castillo López, Deliamaría
González Flandez, Víctor Adrián Martínez Terrazas, Nora Escami-
lla, Nadia Navarro Acevedo, Gildardo Pérez Gabino, Aniceto Po-
lanco Morales, Diego Ángel Rodríguez Barroso, Nadia Yadira Se-
púlveda García, María Damaris Silva Santiago, Roselia Suárez
Montes de Oca, Rosa Irene Urbina Castañeda (rúbricas).

Adolfo Alatriste Cantú, Miguel Alejandro Alonso Reyes (rúbrica),
Oiga Leticia Chávez Rojas (rúbrica), César Israel Damián Retes
(rúbrica), María Isidra De la Luz Rivas, Blanca Leticia Gutiérrez
Garza (rúbrica), José Manuel Hinojosa Pérez, Brigido Ramiro Mo-
reno Hemández, Jonathan Puertos Chimalhua, Jessica Ramírez
Cisneros (rúbrica).

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA SEP, EN
COORDINACIÓN CON LAS AUTORIDADES EDUCATIVAS DE
LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, A IMPLEMENTAR UNA ES-
TRATEGIA PARA DAR SEGUIMIENTO Y EVALUAR EL IMPAC-
TO DE LA RESTRICCIÓN DEL USO DE CELULARES Y TABLE-
TAS ELECTRÓNICAS EN ESCUELAS PRIMARIAS Y
SECUNDARIAS, ASÍ COMO LAS MEDIDAS QUE SE TOMARÁN
PARA FORTALECER LAS COMPETENCIAS DIGITALES DEL
ALUMNADO, A CARGO DE LA DIPUTADA GRACIELA ORTIZ
GONZÁLEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Quien suscribe, diputada Graciela Ortiz González,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, de la LXVI Legislatura de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 6, numeral 1,
fracción I; y 79, numeral 2, fracción II, y demás apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a la consideración de esta asamblea, la siguiente
proposición con puntos de acuerdo, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

La decisión anunciada por la Secretaría de Educación
Pública para restringir el uso de celulares y tabletas
electrónicas en primarias y secundarias llega en un
momento en que los resultados de PISA han puesto en
evidencia los rezagos educativos de México. Frente a
este panorama, la responsabilidad de las autoridades
educativas va más allá de establecer una prohibición:
deben explicar qué resultados esperan, cómo compro-
barán que la medida mejora el aprendizaje y el impac-
to que podría tener en las competencias digitales de las
y los estudiantes. Una decisión de este alcance requie-
re una política pública que acompañe su aplicación y
permita corregir el rumbo cuando sea necesario.

El mundo digital y la inteligencia artificial ya forman
parte del presente. México necesita una política edu-
cativa que prepare a las nuevas generaciones para esa
realidad y dé prioridad a quienes tienen menos oportu-
nidades. Por ello, desde el PRI planteamos tres accio-
nes concretas: primero, que la SEP, en coordinación
con las autoridades educativas de las entidades federa-
tivas, diseñe e implemente una estrategia para dar se-
guimiento y evaluar los efectos de la restricción en la
atención, el desempeño académico y las competencias
digitales, con indicadores y resultados públicos; se-
gundo, que haga pública la estrategia para fortalecer
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esas competencias, precisando la formación docente,
los contenidos y los recursos educativos que acompa-
ñarán la medida; y tercero, que realice, junto con las
autoridades estatales, un diagnóstico del equipamien-
to, la conectividad y la formación docente de las es-
cuelas públicas, e informe qué apoyos recibirán los
planteles con mayores carencias, particularmente en
comunidades rurales e indígenas. El Gobierno debe
rendir cuentas sobre los resultados de esta decisión y
garantizar que su aplicación contribuya a mejorar el
aprendizaje sin profundizar las desigualdades.

La Secretaría de Educación Pública anunció que, a
partir del 3 de noviembre de 2026, se aplicará la res-
tricción del uso de teléfonos celulares durante la jor-
nada escolar en escuelas primarias y secundarias pú-
blicas y particulares. De acuerdo con la dependencia,
la medida busca favorecer la atención, el aprendizaje y
la convivencia escolar, como parte del acuerdo alcan-
zado con las autoridades educativas del país.1

Durante su mensaje con motivo de la Primera Sesión
Ordinaria del Consejo Técnico Escolar del ciclo 2026-
2027, el funcionario explicó que esta decisión es re-
sultado del acuerdo unánime alcanzado con las autori-
dades educativas del país y de una consulta realizada
al magisterio nacional. De acuerdo con lo informado
por la dependencia, los dispositivos no podrán utili-
zarse durante la jornada escolar, incluido el recreo, sal-
vo cuando formen parte de actividades pedagógicas
previamente planeadas y orientadas por las y los do-
centes, así como en situaciones de emergencia u otros
casos extraordinarios relacionados con las necesidades
de la comunidad educativa.

El titular de la SEP señaló que en la consulta partici-
paron más de medio millón de maestras y maestros y
que más del 81 por ciento se manifestó a favor de es-
tablecer reglas y lineamientos para garantizar un uso
seguro y con fines pedagógicos de los dispositivos di-
gitales. Asimismo, destacó que la experiencia del per-
sonal docente constituye un elemento central para
orientar esta regulación, por su contacto cotidiano con
los efectos que el uso de pantallas puede tener en el
aprendizaje, la convivencia y el desarrollo integral del
alumnado.

Esta medida se presenta después de la publicación de
los resultados de PISA 2025, realizada el 8 de sep-
tiembre de 2026. El Programa para la Evaluación In-

ternacional de los Estudiantes, conocido como PISA
por sus siglas en inglés, es una evaluación coordinada
por la Organización para la Cooperación y el Desarro-
llo Económicos (OCDE) que examina los conocimien-
tos y las habilidades de estudiantes de 15 años, su pro-
pósito es conocer en qué medida pueden aplicar lo
aprendido en matemáticas, lectura y ciencias para re-
solver problemas y enfrentar situaciones de la vida co-
tidiana. En la edición de 2025 participaron más de 760
mil estudiantes de 91 países y economías.2

La relevancia de esta evaluación radica en que permi-
te comparar el desempeño de los sistemas educativos
a partir de criterios comunes, observar su evolución e
identificar desigualdades en las oportunidades de
aprendizaje. Además de los resultados académicos, PI-
SA recaba información sobre las condiciones en que
estudia el alumnado, lo que aporta elementos para exa-
minar la relación entre el aprendizaje, el entorno so-
cioeconómico y las características de las escuelas. Por
ello, constituye una referencia útil para orientar las po-
líticas educativas, aunque sus resultados deben inter-
pretarse junto con los diagnósticos nacionales y las
particularidades de cada comunidad escolar.3

En el caso de México, los resultados de PISA 2025
muestran un desempeño de 388 puntos en matemáti-
cas, 408 en lectura y 414 en ciencias, frente a los pro-
medios de la OCDE de 463, 461 y 482 puntos, respec-
tivamente. Esto representa diferencias de 75 puntos en
matemáticas, 53 en lectura y 68 en ciencias. Respecto
de 2022, el resultado de matemáticas disminuyó siete
puntos; en lectura también se registró una reducción
de siete puntos y en ciencias un incremento de cuatro,
aunque estas dos últimas variaciones no fueron esta-
dísticamente significativas. En consecuencia, el pano-
rama combina un retroceso en matemáticas con la per-
sistencia de resultados inferiores al promedio de la
organización en las tres áreas.4

En América Latina, los resultados también muestran
dificultades persistentes para fortalecer los aprendiza-
jes, aunque la evolución no fue igual en todos los paí-
ses. Chile registró una disminución en matemáticas y
lectura respecto de 2022, mientras que su desempeño
en ciencias permaneció aproximadamente estable5;
además, sus resultados en las tres áreas se ubicaron por
debajo del promedio de la OCDE. Brasil, por su parte,
mantuvo resultados prácticamente similares a los de
2022 en las tres disciplinas, prolongando una situación
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de escaso cambio observada desde 2015. Estos casos
permiten distinguir dos retos presentes en la región:
revertir los retrocesos y superar el estancamiento del
aprendizaje.6

En Europa también se observaron dificultades, sin que
pueda hablarse de un comportamiento uniforme. Espa-
ña presentó resultados inferiores a los de 2022 en ma-
temáticas y lectura, mientras que en ciencias se man-
tuvo aproximadamente en el mismo nivel. Al mismo
tiempo, Estonia y el Reino Unido figuraron entre los
diez sistemas educativos con mejor desempeño en las
tres áreas. La coexistencia de estos resultados muestra
que los países europeos enfrentan trayectorias distintas
y que conviene examinar tanto los retrocesos como las
experiencias que mantienen niveles elevados de apren-
dizaje.7

En términos generales, PISA 2025 muestra que la re-
cuperación del aprendizaje continúa siendo un desafío
internacional. En el conjunto comparable de 35 países
de la OCDE, el desempeño promedio disminuyó alre-
dedor de 14 puntos en lectura y nueve en matemáticas
entre 2022 y 2025, mientras que en ciencias no se ob-
servó un cambio significativo. Estos datos sitúan los
resultados mexicanos dentro de un contexto más am-
plio de dificultades educativas, pero no disminuyen la
necesidad de atender las brechas que enfrenta nuestro
país.8

Asimismo, es importante mencionar que la prueba PI-
SA 2025 incorporó una evaluación de resolución de
problemas computacionales como parte del componen-
te denominado Aprendizaje en el mundo digital. Esta
examinó la capacidad del alumnado para utilizar herra-
mientas de modelación y programación, analizar datos,
realizar experimentos y desarrollar o corregir solucio-
nes digitales. Se trata de capacidades que permiten em-
plear la tecnología para construir conocimientos y re-
solver problemas, cuyo desarrollo requiere
oportunidades de aprendizaje y orientación pedagógica.

En este componente, México obtuvo un promedio de
453 puntos, frente a los 500 puntos del promedio de la
OCDE. Aunque esta medición no abarca la totalidad
de las competencias digitales, ofrece un referente per-
tinente sobre las capacidades del alumnado para
aprender y resolver problemas mediante herramientas
tecnológicas. Para efectos de esta proposición, estos
resultados refuerzan la necesidad de que la regulación

del uso de celulares se acompañe de una estrategia que
fortalezca el aprendizaje digital en las escuelas y per-
mita evaluar su desarrollo, particularmente entre estu-
diantes con menores oportunidades de acceso a recur-
sos tecnológicos.9

El mundo digital ha dejado de ser una expectativa de
futuro y forma parte de la realidad que viven las y los
jóvenes. El desarrollo de la tecnología y la expansión
de la inteligencia artificial están transformando las
maneras de aprender, trabajar y relacionarse, por lo
que las competencias digitales resultan necesarias pa-
ra comprender estos cambios y participar en ellos de
manera crítica, segura y responsable. De ahí la impor-
tancia de encontrar un equilibrio entre la regulación
del uso de dispositivos en las escuelas y el aprovecha-
miento de la tecnología como herramienta de aprendi-
zaje. La escuela tiene un papel fundamental en esta ta-
rea: ofrecer orientación y oportunidades para que
niñas, niños y adolescentes aprendan a utilizar estos
recursos con propósitos educativos, al tiempo que des-
arrollan las capacidades necesarias para enfrentar una
realidad cada vez más digital.10

La experiencia de otros países ofrece elementos para
examinar cómo articular la regulación de dispositivos
con su aprovechamiento educativo. En Brasil, la Ley
15.100, de enero de 2025, restringió el uso de aparatos
electrónicos personales en los establecimientos públi-
cos y privados de educación básica, incluidos los re-
creos y los intervalos entre clases. Sin embargo, per-
mite su utilización en el aula con fines estrictamente
pedagógicos o didácticos, bajo la orientación de los
profesionales de la educación, y contempla excepcio-
nes relacionadas con accesibilidad, inclusión, salud y
garantía de derechos fundamentales.11

En Chile, la Ley 21.801 estableció una prohibición
aplicable desde el inicio del año escolar 2026, con ex-
cepciones para actividades educativas y para estudian-
tes que requieren estos dispositivos como apoyo a sus
necesidades educativas especiales, entre otros supues-
tos. Asimismo, incorporó la educación digital como
principio del sistema educativo. Para el propósito de
esta proposición, resulta relevante que la legislación
también prevé una evaluación de la implementación y
los efectos de la medida, cuyos resultados deberán pre-
sentarse en marzo de 2030 e incluir información sobre
convivencia escolar, rendimiento académico, bienestar
socioemocional y brechas de acceso digital.12
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Estos antecedentes aportan elementos para acompañar
la medida anunciada en México con acciones de for-
mación y seguimiento. Reconocer la importancia de
establecer reglas para el uso de celulares y tabletas
electrónicas en las escuelas implica también precisar
cómo se preservarán las oportunidades de aprendizaje
digital, cómo se aplicarán las excepciones pedagógi-
cas y con qué recursos contarán las y los docentes pa-
ra orientar el uso educativo de estos dispositivos.

El artículo 3o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece la equidad y la exce-
lencia entre los criterios que orientan la educación; es-
ta última comprende el mejoramiento integral
constante que promueva el máximo logro de aprendi-
zaje de los educandos. Por su parte, el artículo 6o. re-
conoce el derecho de acceso a las tecnologías de la in-
formación y comunicación, así como a los servicios de
radiodifusión y telecomunicaciones, incluidos la ban-
da ancha e internet. Estos principios ofrecen un marco
para orientar las acciones de formación digital y aten-
der las diferencias en las condiciones de aprendizaje.

En una mesa de diálogo organizada por la Universidad
Iberoamericana, especialistas en derecho de la infan-
cia advirtieron que ninguna prohibición debe enten-
derse como una solución completa, porque suele redu-
cir a un problema de disciplina escolar lo que también
involucra a las empresas responsables del diseño adic-
tivo de sus plataformas13. En ese mismo espacio se se-
ñaló la importancia de prever excepciones explícitas
para estudiantes que dependen del dispositivo para co-
municarse, como es el caso de algunos alumnos con
autismo, y de que las reglas sean claras para evitar san-
ciones desproporcionadas que terminen excluyendo al
estudiante del aprendizaje. Se advirtió, además, que en
Inglaterra las políticas restrictivas redujeron en alrede-
dor de 40 minutos diarios el uso del celular en la es-
cuela, pero no se tradujeron en una diferencia percep-
tible en el bienestar emocional de los menores, quienes
retomaban el uso de las plataformas digitales al salir
del plantel14.

De acuerdo con lo señalado por la Secretaría de Edu-
cación Pública, con base en información atribuida a la
UNESCO, más de 114 países han establecido algún ti-
po de regulación relacionada con el uso de teléfonos
celulares, dispositivos digitales o redes sociales en los
entornos educativos. Este antecedente sitúa la decisión
de México dentro de una discusión internacional sobre

el aprovechamiento de la tecnología y las condiciones
que favorecen el aprendizaje. La diversidad de medi-
das hace pertinente examinar sus alcances, las accio-
nes educativas que las acompañan y los mecanismos
previstos para evaluar sus resultados.

Al Poder Legislativo le corresponde contribuir al se-
guimiento de esta medida y promover la disponibili-
dad de información pública que permita valorar sus
efectos. Para ello, es necesario tomar en cuenta las dis-
tintas condiciones de las escuelas públicas y privadas,
de las comunidades urbanas y rurales, así como las
oportunidades de acceso a dispositivos y conectividad
en los hogares. Reconocer estas diferencias permitirá
identificar las necesidades de apoyo y procurar que la
implementación favorezca el aprendizaje en los distin-
tos contextos educativos.

Desde esta perspectiva, resulta pertinente que la Se-
cretaría de Educación Pública haga pública la estrate-
gia que acompañará la regulación y establezca meca-
nismos para evaluar sus resultados. El seguimiento
deberá permitir conocer tanto sus efectos en la aten-
ción y el desempeño académico como su relación con
el desarrollo de competencias digitales, identificar po-
sibles desigualdades y orientar los apoyos o ajustes
que resulten necesarios. Con ello, se busca contribuir
a que la medida favorezca el aprendizaje y se imple-
mente con criterios de equidad.

Asimismo, se requiere realizar un seguimiento conti-
nuo que permita identificar sus efectos tanto en la
atención y el desempeño académico como en las opor-
tunidades de aprendizaje digital. Para ello, es perti-
nente establecer una línea de base e indicadores que
permitan comparar resultados a lo largo del tiempo y
reconocer diferencias entre planteles y contextos so-
cioeconómicos.

En consecuencia, es necesario que la regulación del
uso de celulares y tabletas electrónicas en las escuelas
se acompañe de una estrategia que fortalezca las com-
petencias digitales de niñas, niños y adolescentes y
permita evaluar sus efectos en el aprendizaje. Contar
con información pública sobre sus resultados y sobre
los apoyos previstos para los planteles con mayores
carencias contribuirá a realizar ajustes oportunos y a
procurar que todas y todos los estudiantes tengan
oportunidades para desenvolverse en el entorno digi-
tal.
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Por lo anteriormente expuesto, se somete a la conside-
ración de esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Educación Pública a diseñar e
implementar, en coordinación con las autoridades edu-
cativas de las entidades federativas, una estrategia de
seguimiento y evaluación del impacto de la restricción
del uso de teléfonos celulares en las escuelas primarias
y secundarias, que permita valorar sus efectos en la
atención, el desempeño académico y el desarrollo de
competencias digitales del alumnado, a fin de identifi-
car y prevenir que su aplicación genere o amplíe bre-
chas en dichas competencias, así como a hacer públi-
cos los indicadores y los resultados de la evaluación.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta respetuo-
samente a la Secretaría de Educación Pública a hacer
pública la estrategia para fortalecer las competencias
digitales de las y los estudiantes de primaria y secun-
daria de manera paralela a la aplicación de la medida,
precisando las acciones de formación docente, los
contenidos y recursos educativos serán considerados
para su implementación.

Tercero. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Educación Pública a realizar,
en coordinación con las autoridades educativas de las
entidades federativas, un diagnóstico de las condicio-
nes de equipamiento, conectividad y formación docen-
te de las escuelas públicas primarias y secundarias, y a
informar las acciones y los apoyos previstos para ga-
rantizar oportunidades de aprendizaje digital en los
planteles con mayores carencias, particularmente en
comunidades rurales e indígenas.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de octubre de 2026

Diputada Graciela Ortiz González (rúbrica)
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